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NOTA INTRODUCTORIA

			Este tomo V es el colofón de la obra de derecho administrativo que hace ya algunos años iniciamos un amplio grupo de profesores de las Universidades de Córdoba, Málaga y Jaén. Teníamos (y tenemos) como objetivo básico ofrecer a los alumnos de grado y de posgrado un material para el estudio de aquellas asignaturas vinculadas al amplio contenido del derecho administrativo, tanto en su parte general como algunos ámbitos de su parte especial. En concreto, en este último volumen asumimos el estudio de una serie de materias sectoriales de especial complejidad y extensión: urbanismo, ordenación del territorio, medio ambiente y recursos naturales.

			Los nuevos planes de estudio y, en algunos casos, la proliferación de másteres oficiales y títulos propios han incrementado las asignaturas y módulos que necesitan de un material riguroso y ordenado sobre estos sectores. El trabajo que aquí presentamos aporta un contenido mínimo imprescindible que los alumnos deben de conocer para superar las asignaturas correspondientes. El hecho de que la obra esté principalmente diseñada para cubrir la docencia universitaria no excluye, en ningún caso, su utilidad para profesionales y empleados públicos que necesiten de una exposición estructurada y actualizada de las principales instituciones e instrumentos de las materias indicadas.

			El territorio, la ciudad y el medio ambiente son realidades vinculadas, cuyo análisis correcto sólo se puede realizar desde una visión sistémica e interdisciplinar. Y aunque es cierto que todos ellos pueden ser objeto de una inicial acotación y de una explicación individualizada, es necesario subrayar que su adecuada interpretación debe transcurrir de manera trasversal e interrelacionada. Dicho en otras palabras, no se puede entender la ciudad al margen del territorio, ni ambos se comprenden desvinculados de los recursos naturales y el medio ambiente. Y es justamente esto lo que se pretende exponer con este trabajo colectivo que, sin pretensiones dogmáticas, intenta ofrecer los elementos suficientes para entender las estructuras básicas del denominado derecho urbanístico y territorial y, de manera vinculada, del derecho ambiental.

			El esquema de la obra responde a un relato lógico (y tradicional) de la materia. Se divide, inicialmente, en dos grandes bloques: uno, referido al urbanismo y a la ordenación del territorio; otro, referido al medio ambiente y los recursos naturales. Dentro del primero, se detallan los aspectos referidos a la planificación territorial, régimen de la propiedad del suelo, ordenación urbanística, ejecución del planeamiento y disciplina urbanística. El segundo, por su parte, se centra inicialmente en el análisis de los diferentes instrumentos de prevención y control ambiental, responsabilidad ambiental, participación e información ambiental, para, seguidamente, exponer los contenidos referidos al régimen jurídico de determinados recursos naturales (aguas, litoral, medio ambiente atmosférico, entre otros).

			La metodología de exposición de las diferentes lecciones es clara, pudiéndose distinguir un texto principal, con las cuestiones básicas y prioritarias, junto a un texto complementario —aunque no menos importante— con un cuerpo de letra más pequeño. Cada capítulo concluye, además, con una relación bibliográfica sobre los principales tratados, monografías y artículos científicos de los que los autores de este trabajo nos sentimos deudores, sin ninguna duda. Igualmente es de destacar el lógico protagonismo de la normativa de la Comunidad Autónoma de Andalucía en el desarrollo de la obra, aunque con la obligada incorporación y análisis de la normativa comunitaria, estatal y, según los casos, la referida a otras CCAA.

			Para finalizar, agradecer a los autores el interés, paciencia en algunos momentos, y buen hacer a la hora de elaborar estas lecciones, resultado de años de actividad universitaria y profesional, que nos permite presentar un trabajo de estas carácteristicas. Mi satisfacción por compartir con ellos este proyecto.

			DIEGO J. VERA JURADO

			Málaga, septiembre de 2022

		

	
		
			LECCIÓN 1

			
INTRODUCCIÓN. ASPECTOS CONCEPTUALES Y COMPETENCIALES DEL URBANISMO*


			El territorio, la ciudad y el medio ambiente son realidades vinculadas, cuyo análisis correcto sólo se puede realizar desde una visión sistémica e interdisciplinar. Y aunque es cierto que todos ellos pueden ser objeto de una inicial acotación y de una explicación individualizada, es necesario subrayar que su adecuada interpretación debe transcurrir de manera trasversal e interrelacionada. Dicho en otras palabras, no se puede entender la ciudad al margen del territorio ni ambos se comprenden desvinculados de los recursos naturales y el medio ambiente. Es fácil de percibir, así las cosas, las dificultades que el derecho ha tenido y tiene para ofrecer una respuesta estable y razonable a los problemas territoriales, urbanísticos y ambientales que, especialmente en los últimos tiempos, se han planteado en nuestra realidad. Con este trabajo pretendemos aportar elementos suficientes para comprender una parte importante del sistema que conforman urbanismo, ordenación del territorio y medio ambiente, y todo ello con especial referencia a la Comunidad Autónoma de Andalucía.

			Nadie duda del significado y relevancia que tiene la ciudad en sí misma (probablemente la más compleja de las manifestaciones del hombre), pero tampoco se puede dudar de que en el territorio existen otros intereses, valores y elementos que no pueden ser ignoradas y que, junto con la ciudad, forman un sistema territorial y ambiental con múltiples manifestaciones. La Unión europea ha establecido desde hace años una serie de líneas de actuación en relación a las ciudades y el territorio que no plantean muchas dudas. La estrategia territorial europea implica, en cualquier caso, la superación de la perspectiva propia de las políticas sectoriales para asumir la situación global del territorio europeo y sus diferentes oportunidades de desarrollo. Se trata de que la colaboración interterritorial produzca la cooperación entre las políticas sectoriales y, por tanto, el abandono de mecanismos independientes y poco armonizados. Consiste la estrategia, por tanto, en la consecución de tres metas: la cohesión económico-social, la conservación del patrimonio natural y cultural y la competitividad del territorio.

			Es innecesario recordar que estos criterios no constituyen simples propuestas de ordenación. Más bien al contrario, el Estado y, especialmente, las CCAA tienen la obligación de desarrollar de manera concreta los diferentes objetivos marcados por las instancias comunitarias.

			
I. EVOLUCIÓN Y CONSOLIDACIÓN DEL DERECHO URBANÍSTICO. ALGUNAS NOTAS HISTÓRICAS

			Como hemos dicho, pocas manifestaciones de la obra humana tienen la complejidad cuantitativa y cualitativa de la ciudad. Nos encontramos ante un fenómeno difícil de definir, y aun más difícil de prever. Decía Lewis Mumford —en su enciclopédica obra La ciudad en la historia— que no hay definición única (para la ciudad) que se aplique a todas sus manifestaciones y una sola descripción no puede abarcar todas sus transformaciones. Es la ciudad, por tanto, uno de los fenómenos que mejor define a las diferentes etapas de la historia. Y ello porque la ciudad se articula dentro de procesos históricos que es necesario conocer (ciudad antigua, islámica, medieval, renacentista, barroca, industrial y moderna) y de los cuales no es posible desvincularla en ninguno de sus aspectos.

			Se puede afirmar que no ha existido un proceso histórico significativo que no haya generado una nueva forma, más o menos compleja, de utilizar el territorio y entender la ciudad. De la misma manera que se puede afirmar que los diferentes modos de interpretar el territorio y concebir la ciudad han generado cambios sociales, políticos y económicos durante toda la historia. Sin ir más lejos, asistimos en el presente momento con la revolución digital a una profunda transformación —como ya ocurrió con la revolución industrial— que incorpora nuevos escenarios y que, irremediablemente, nos obliga a realizar nuevos planteamientos sobre lo que creíamos definitivo y definido. Cuando el citado Lewis Mumford afirmaba que la vida humana se mueve entre dos polos —movimiento y asentamiento— estaba pensando en una realidad dicotómica que ya no existe. Reflexionaba el autor sobre una función de la ciudad y una función del territorio que se han visto superadas. Ahora, en este momento, hay que redefinir los conceptos de asentamiento, de ciudad, incluso de movimiento. De hecho, en nuestro actual mundo se puede vivir incomunicado (no asentado) en el centro de una cosmopolita ciudad y, paralelamente, interactuar globalmente desde un apartado punto del territorio (asentado). El centro y la periferia pueden intercambiar sus atributos como nunca lo han hecho, y ello, sin duda, es un cambio sustancial. Es, en definitiva, un cambio del territorio y de la ciudad.

			Toda esta complejidad es lo que hace que ciudad y territorio hayan sido objeto de análisis por parte de un amplio conjunto de disciplinas: geografía, historia, arquitectura, economía y derecho, siendo la conjunción de todas ellas lo que nos permite conocer las claves de interpretación y, en muchos casos, nos permite proponer nuevos criterios de ordenación.

			En el conjunto de todas estas disciplinas, el derecho tiene un protagonismo significativo, generando incluso un ámbito especializado y propio: el derecho urbanístico. Éste, resultado de una evolución complicada y, por supuesto, no exenta de contradicciones, está integrado de manera principal en el derecho administrativo, pudiéndose definir como el conjunto de normas, reglas y principios a través de los cuales se regula el territorio y la ciudad. Incluye más recientemente, además, un conjunto de reglas protectoras del medio ambiente y los recursos naturales que sirven, a su vez, para controlar y regular los procesos de preservación y sostenibilidad, el denominado urbanismo ambiental.

			Hay que indicar que no sólo el derecho administrativo integra esta especializada rama, el derecho penal y el derecho civil también aportan criterios reguladores de este fenómeno. En lo que respecta al derecho penal ni regula ni puede regular la ordenación sustantiva del territorio. Se explica por ello sin mayor dificultad que su papel se ciña en exclusiva a la represión de las infracciones para las que las previsiones administrativas resulten insuficientes. Viene así a colación la segunda de las notas que, al menos en teoría, debiera caracterizar a aquélla; su utilización subsidiaria respecto al orden administrativo. Tal aspecto reclama que, de modo paralelo a cuanto sucede con otros delitos, la respuesta penal adquiera un carácter marcadamente residual de aquella primera instancia, dando cumplimiento de este modo al principio básico de intervención mínima. Por lo que se refiere al derecho civil, son muchos los aspectos que quedan vinculados al contenido propio del urbanismo, especialmente todos aquellos relacionados con el derecho de propiedad.

			¿Cuándo aparece el derecho urbanístico? Se puede ofrecer una respuesta inicial: desde que existe la ciudad han existido normas que la regulan. Estas normas y reglas, con más o menos complejidad, ponían límites a la actividad de los particulares en la ciudad, a veces en su periferia: saneamiento, ornato, reforma o ampliación. No obstante, no será hasta el siglo XIX y, sobre todo, el siglo XX cuando se acelera el proceso de urbanización y crecimiento de las ciudades de una sociedad eminentemente rural. Y ello como consecuencia de la industrialización y las consecuentes migraciones. En este proceso surgen las primeras normas urbanísticas que tienen como objetivo esencial «el ensanche», con el que se intenta favorecer las nuevas edificaciones extramuros de la ciudad por los particulares al mismo tiempo que los municipios realizan la urbanización de los terrenos, previa las expropiaciones necesarias para viales y usos públicos. De hecho, hasta bien entrado el siglo XIX gran parte de las ciudades y pueblos españoles estaban rodeadas de murallas que impedían su expansión. Ello hizo que la burguesía industrial y comercial impulsara proyectos de ampliación de las ciudades lo que generó nuevos lugares de residencia para esa burguesía, además de para la clase trabajadora que atendía las nuevas factorías. En este sentido hay que afirmar que, aunque la ciudad no era un fenómeno nuevo, lo que sí resulta novedoso es la transformación verificada a lo largo de los siglos XIX y principios del XX, que ha tenido como consecuencia que una población predominantemente rural se haya convertido en predominantemente urbana.

			Especialmente significativos son los ejemplos de Madrid y Barcelona, donde el incremento de la población ya no podía encontrar respuesta con nuevas edificaciones en altura ni con la ocupación de los solares liberados por la desamortización eclesiástica. En 1854 se autorizó el derribo de las murallas de Barcelona y al año siguiente se encomienda a Ildefonso Cerdá, el Anteproyecto de Ensanche de la Ciudad Condal. En 1857 se encargó a Carlos M.ª de Castro la formación de un Proyecto para el Ensanche de Madrid. Estas iniciativas culminarían con la aprobación de la Ley de 29 de junio de 1864, «fijando las reglas que han de observarse en las obras para el ensanche de poblaciones». La Ley de Ensanche inaugura formalmente nuestro derecho urbanístico histórico. Posteriormente, la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 1879 aporta una nueva perspectiva complementaria: la reforma interior de poblaciones, estableciendo la primera técnica de obtención parcial de las plusvalías generadas por la obra urbanizadora al autorizar la expropiación de las zonas laterales de las nuevas vías públicas. La Ley de 18 de marzo de 1895, de saneamiento y reforma interior, intensifica la referida técnica extendiendo las zonas laterales expropiables e introduce un sistema de estímulos fiscales a las obras de urbanización. Sobre este proceso es obligada la consulta del libro de M. Bassols, Génesis y evolución del Derecho Urbanístico Español 1812-1956, donde se analiza con detalle el proceso de formación del Derecho urbanístico en nuestro país.

			Este conjunto de técnicas jurídicas, más o menos ordenadas, darán paso a un bloque normativo estructurado y sistemático que regulará la ciudad en su integridad. El llamado urbanismo funcionalista se consolida con la Ley del Suelo y Ordenación Urbana de 1956, de 12 de mayo (LS/1956). De hecho, podemos considerar a la LS/1956 como la primera norma urbanística de nuestro país en sentido estricto y el acta de nacimiento de un derecho urbanístico español sistemático, orgánico y omnicomprensivo, lejos del casuismo normativo y de la arbitrariedad ocasional de los cien años anteriores. Dicho en otras palabras, se trata de una ley técnica que engloba, por primera vez, todo este sector del ordenamiento jurídico en un texto legal. Se fundamenta en dos conceptos básicos, que dan lugar al que podemos denominar derecho urbanístico moderno. Por una parte, el urbanismo se entenderá como una función pública; por otra, el plan es el elemento esencial del sistema de regulación. Posteriormente, la Ley 19/1975, de 2 de mayo reformó la Ley de 1956, su Disposición Final autorizaba al Gobierno a dictar un texto refundido, dando lugar al Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1.346/1976, de 9 de abril (TR/1976). Las características más destacadas de este nuevo texto son: la ampliación de los instrumentos de planeamiento; la regulación de cesiones obligatorias y el sistema de distribución de beneficios y cargas a través del aprovechamiento medio; la simplificación de los sistemas de ejecución de los planes; reforzamiento del sistema de disciplina y, finalmente, la regulación de normas de directa aplicación en los supuestos de ausencia de planeamiento. Además, este TR/1976 tiene un importante desarrollo que se lleva a cabo a través de tres normas reglamentarias: el Reglamento de Planeamiento Urbanístico (Real Decreto 2.159/1978, de 23 de junio); el Reglamento de Disciplina Urbanística (Real Decreto 2.187/1978, de 23 de junio), y el Reglamento de Gestión Urbanística (Real Decreto 3.288/1978).

			
II. URBANISMO Y CONSTITUCIÓN. CONCEPTO Y COMPETENCIAS

			Con este escenario normativo, se promulga la Constitución Española de 1978 (CE), que establece una serie de principios que deberán guiar la actividad urbanística desde ese momento y que, junto con los estatutos de autonomía, supuso un punto de inflexión decisivo al establecer la descentralización política en favor de las CCAA, que asumirían las competencias exclusivas en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda (además de las competencias compartidas en materia de medio ambiente), comprendiendo tanto la potestad legislativa como la de ejecución y disciplina.

			En la CE pueden distinguirse dos tipos de preceptos. Por una parte, los que condicionan el régimen material del urbanismo, la ordenación del territorio y medio ambiente. Por otro, los que afectan al cuadro de distribución de competencias entre los diferentes poderes públicos. Respecto de los primeros, el artículo 33.1 reconoce el derecho a la propiedad privada. No obstante, el contenido de este derecho, según recuerda el propio artículo 33 en sus dos apartados siguientes, está delimitado por la función social de la propiedad, de acuerdo con las leyes, de modo que nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes. Asimismo, el urbanismo debe entenderse igualmente vinculado a otros valores constitucionales o principios rectores de la política social y económica, como es el caso de la protección del medio ambiente al que se hace referencia en el artículo 45.1 CE. Este precepto afirma el deber de los poderes públicos de velar por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. En la misma línea es necesario destacar la protección del patrimonio histórico-artístico recogido en el artículo 46 CE (los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad), donde se confirma al urbanismo como instrumento para la protección e impulso de los valores histórico-artísticos. Por último, y sin agotar con ello todas las referencias constitucionales, el derecho a una vivienda digna y adecuada que se proclama en el artículo 47.1 CE, donde se añade el deber de los poderes públicos de promover las condiciones necesarias y de establecer las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. Este artículo 47.1, in fine establece, además, como «la comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos».

			Por lo que se refiere a los preceptos que regulan la distribución de competencias, es preciso partir del artículo 148.1 CE en virtud del cual las CCAA pueden asumir competencias en: 3) Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. De hecho, todos los EEAA recogen este título competencial, lo que no impide, sin embargo, que el Estado pueda interactuar en materia urbanística y afines. Así los títulos más relevantes en este sentido serían, primero, la competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales (art. 149.1.1.ª). Segundo, la competencia exclusiva del Estado en materia de legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las CCAA de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan […], en virtud del artículo 149.1.8.ª CE. Tercero, la competencia exclusiva para la regulación de las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica (art. 149.1.13.ª CE; véanse también los arts. 128.1 y 131.1 CE). Cuarto, la competencia exclusiva para regular las bases del procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las CCAA; legislación sobre expropiación forzosa; y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas (art. 149.1.18.ª CE). Además, podrían añadirse (especialmente por su relación con la ordenación del territorio) las competencias exclusivas del Estado para regular los «ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos y radiocomunicación»; las obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma. Por otra parte, no pueden olvidarse las competencias exclusivas del Estado respecto de la «legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las CCAA de establecer normas adicionales de protección y la legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias»; tampoco la competencia exclusiva del Estado de defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de las CCAA (art. 149.1.28.ª CE).

			No obstante, la referida atribución competencial de la CE y de los EEAA no tuvo consecuencias inmediatas, ya que el citado TR/1976, en vigor hasta 1990, fue asumido por las CCAA sin perjuicio de algunas normas complementarias. Cuando realmente se produce la alteración de este sistema es a partir de la Ley de 25 de julio de 1990, junto con el posterior Texto Refundido de 26 de junio de 1992 impugnado por numerosas CCAA ante el Tribunal Constitucional dando como resultado la importante y conocida STC 61/1997, de 20 de marzo, que establece que el legislador estatal carece de competencia en materia de ordenación del territorio y urbanismo correspondiéndole únicamente la regulación de las condiciones básicas del ejercicio del derecho de propiedad (art. 149.1.1.ª CE), las garantías generales de la expropiación forzosa (art. 149.1.18.ª CE) y algunas otras materias específicas; por lo que le compete al legislador autonómico la regulación de todas las demás actuaciones garantizando a los municipios la gestión de sus propios intereses. Esta doctrina constitucional se ha ido completando con numerosa jurisprudencia dictada al efecto de tal forma que podemos señalar que en materia de urbanismo y ordenación del territorio es el Tribunal Constitucional quien ha establecido los diferentes criterios competenciales al tiempo que ha ido delimitando el ámbito de actuación de las distintas administraciones públicas que intervienen en el proceso urbanístico y de ordenación del territorio, para posteriormente reflejarse en los diferentes textos legales como la Ley del Suelo de 1998, el Texto Refundido de la Ley del Suelo (TRLS), aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio o el vigente Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

			La STC 61/1997 tiene trascendentales consecuencias. En primer lugar, admite una compleja competencia del Estado sobre el estatuto fundamental del derecho de propiedad urbana, con apoyo en el artículo 149.1.1.ª CE. El Tribunal Constitucional rechaza la identificación del urbanismo con la disciplina de la propiedad urbana. El urbanismo, competencia exclusiva de las CCAA, se concibe como «disciplina jurídica del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en el espacio físico», y comprende las potestades públicas de planeamiento, gestión, intervención sobre el uso del suelo, urbanización y edificación. Esto es, se refiere a las políticas de organización de la ciudad, a los problemas relativos al cómo, cuándo y dónde deben surgir o desarrollarse los asentamientos humanos en el territorio. El urbanismo de competencia autonómica no comprende, por tanto, las condiciones básicas del ejercicio del derecho de propiedad, debiendo el Estado garantizar la igualdad en las condiciones de ejercicio del derecho de propiedad urbana y en el cumplimiento de los deberes inherentes a la función de tal derecho. El Estado puede utilizar los instrumentos urbanísticos para trazar las líneas fundamentales de la propiedad urbana, pero no puede imponer dichos instrumentos a las CCAA. El Tribunal Constitucional afirma que el artículo 149.1.1.ª CE no es propiamente un título competencial, sino que sólo habilita para regular las posiciones jurídicas básicas de los ciudadanos relativas a los derechos fundamentales. Podría decirse que es el mínimo común denominador en relación con las posiciones fundamentales para el ejercicio de los derechos. En segundo término, la sentencia 61/1997 tiene una incidencia inmediata en el sistema de fuentes. Conforme a la doctrina expuesta de que el Estado carece de competencia para incidir de cualquier manera en su propia normativa anterior a la asunción competencial por las CCAA, anula la derogación que el TR/1992 hacía del TR/1976 que, consecuentemente, renace. Ahora bien, no toda su normativa reaparece a título de derecho supletorio, sino sólo aquellas disposiciones que regulen aspectos en que no haya título competencial válido del Estado, ya que en lo demás ha de entenderse que han sido derogadas por aquellos preceptos subsistentes del TR/1992 que el Tribunal Constitucional mantiene por haber sido dictados válidamente en el marco de competencias estatales conforme al artículo 149.1 CE.

			Por una parte, la anulación de gran parte del TR/1992 producía un vacío normativo y las CCAA se vieron impelidas a aprobar una legislación de urgencia, que, en general, vino a restablecer el TR/1992, aunque ahora con el carácter de derecho propio de las mismas. En el ámbito estatal, se aprobaría, primero el Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio, y, luego, la Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y colegios profesionales (LMLS), que modificaba el TR/1992 diez días antes de que se publicara la STC 61/1997 y sobre la que ésta no se pronuncia. El Gobierno, con carácter de urgencia, presentó, en junio de 1997, un proyecto de ley sobre el régimen del suelo y valoraciones, que daría lugar a la Ley 6/1998, de 13 de abril. Esta norma, que pretendió plasmar las competencias estatales en la materia, sería objeto de control constitucional en la STC 164/2001, de 11 de julio, y modificada por el Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de junio, más tarde transformado en la Ley 10/2003, de 20 de mayo. Las características de la LRSV pueden resumirse en los siguientes términos: a) Adaptación a las competencias estatales. Pretende adaptarse a los títulos competenciales del Estado; esto es, trata de regular «las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad del suelo en todo el territorio nacional, así como regular las materias que inciden en el urbanismo, como son la expropiación forzosa, la responsabilidad de las administraciones públicas o el procedimiento administrativo común». b) Intención liberalizadora. El legislador estatal afirma que «la reforma del mercado del suelo en el sentido de una mayor liberalización que incremente la oferta forma parte de la necesaria reforma estructural de la economía española, para lo que el legislador tiene las competencias que le atribuye el artículo 14.1.13.ª CE». La liberalización no implica la renuncia a la función directiva y orientadora que es consustancial a la idea de plan. Considera susceptible de ser urbanizado «todo el suelo que todavía no ha sido incorporado al proceso urbano, en el que no concurran razones para su preservación», de acuerdo con lo dispuesto en el planeamiento y en la legislación territorial y sectorial. Así pues, incorpora potenciales contenidos urbanísticos a todo el suelo no expresamente protegido y formalmente excluido de la urbanización. c) Clases de suelo. A cada clase de suelo se anuda un régimen de derechos y deberes. En el suelo urbanizable se puede promover la actuación urbanística «previa aprobación del correspondiente planeamiento de desarrollo en los términos que precise la legislación urbanística en cada caso aplicable»; planeamiento que ha de precisar en cada caso la utilización del suelo que se pretenda y la intensidad de dicha utilización. Sin embargo, del articulado de la Ley puede deducirse la posibilidad de dos tipos de suelo urbanizable: urbanizable con ámbitos delimitados (o con condiciones establecidas para su desarrollo) por el planeamiento y el resto del suelo urbanizable aún no incluido en un concreto ámbito para su desarrollo, haciendo derivar de este tipo de diferenciación reglas jurídicas particulares en materia de valoraciones (arts. 23 ss.) o consecuencias jurídicas diferentes a efectos de que los propietarios puedan instar la transformación del suelo (arts. 16 y 17).

			Así las cosas, podemos afirmar que las CCAA tienen competencia exclusiva en materia urbanística, ordenación del territorio y vivienda (art. 148.1.3.ª CE), siendo dichas competencias asumidas en sus respectivos estatutos de autonomía, lo que condiciona otras actuaciones que se puedan llevar a cabo en sus territorios (SSTC 149/1991 y 40/1998). Por tanto, las CCAA ostentan las potestades legislativas, reglamentaria y la ejecutiva o de gestión incluyendo la de inspección. Esta asunción de competencias no impide el ejercicio de otras por parte del Estado (STC 56/1986) ya que éste carece de competencias exclusivas pero no excluyentes sobre la materia, por lo que pueden serle atribuidos títulos competenciales que inciden sobre dichas materias dando lugar a las denominadas competencias concurrentes en determinados ámbitos. En este sentido el Estado puede participar en los procedimientos de ordenación territorial y urbanística conforme a lo establecido en la legislación específica, como la designación de representantes en los órganos colegiados de carácter supramunicipal que tenga atribuida la competencia de aprobación de instrumentos de ordenación territorial y urbanística o en la fijación de las condiciones básicas que afecten al ejercicio de la propiedad inmobiliaria y expropiación forzosa de inmuebles, entre otras muchas.

			En el supuesto de que se produzca un conflicto de aplicación de títulos competenciales, es decir, que el Estado tenga un título específico que incida sobre la ordenación del territorio y pueda dar lugar a un cruce de competencias, se pone en funcionamiento las relaciones de colaboración y coordinación de las administraciones implicadas (STC 227/1988), resolviéndose las posibles discrepancias aplicando la cláusula de prevalencia del derecho estatal (art. 149.3 CE) (SSTC 149/1991 y 40/1998).

			Una especialidad última que presenta el urbanismo es la necesidad de que el ejercicio de las competencias autonómicas y estatales respete un ámbito de actuación de los municipios.

			No hay que olvidar que el urbanismo comenzó siendo esencialmente una competencia exclusiva de naturaleza municipal, pues la finalidad del urbanismo se agotaba, según hemos reseñado anteriormente, en la simple ordenación de la ciudad o del municipio. La superación de esta corta perspectiva junto con la aparición de nuevos problemas y necesidades, como el de la vivienda, que no podían ser debidamente atendidos desde el ámbito exclusivamente municipal, determinaron que, poco a poco, se produjese una intensa penetración de la legislación y de la Administración estatal no sólo para ejercer un control de las potestades urbanísticas municipales, sino también para admitir la existencia de funciones urbanísticas de ámbito supralocal: ordenación territorial.

			La afirmación constitucional de la autonomía local (arts. 137 y 140 CE) no ha significado, desde luego, que la CE atribuya directamente competencias a los municipios. Tampoco la legislación básica de régimen local habla del urbanismo como competencia exclusiva de los municipios, sino de la obligación que tiene la legislación urbanística (que ahora, por las razones que ya nos constan, es autonómica) de concretar y definir cuáles son las competencias locales en esta materia [art. 25.2.d) LRBRL], obligación en la que el legislador autonómico está obviamente limitado por la garantía de la autonomía local, por la doctrina del «umbral mínimo», y por la constatación de que la ordenación de la ciudad quizá haya sido y represente todavía uno de los más genuinos intereses locales.

			No obstante, en el ámbito del propio Estatuto de Autonomía para Andalucía de 2007 y de su legislación de desarrollo se han producido importantes pasos de cara a afianzar y garantizar las competencias locales en materia urbanística. El artículo 92.2.a) EAAnd establece en este sentido que los municipios tienen competencias propias «en los términos que determinen las leyes» sobre «ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística», fórmula que, en puridad, reproduce los términos en que, como vimos, se pronuncia la legislación básica, pero que, desde luego, supone un reforzamiento de las previsiones de ésta, en el sentido de que el mandato a la legislación sectorial que el artículo 25.2.d) LRBRL contiene se eleva ahora a objeto de protección estatutaria. Mucho más lejos ha ido, en cambio, la legislación de desarrollo del Estatuto de Autonomía. La Ley de Autonomía Local de Andalucía (Ley 5/2010, de 11 de junio), aprobada, como se sabe, conforme al procedimiento del artículo 108 EAAnd, blinda, por así decirlo, las competencias de los municipios en materia urbanística, puesto que asigna directamente a éstos un amplio conjunto de facultades y funciones en dicha materia, que, en la medida en que resultan recogidas en una ley aprobada conforme al artículo 108 EAAnd, devienen especialmente protegidas frente al legislador sectorial. Junto a las ventajas que, en defensa de la autonomía local, inspira esta solución, existen de todos modos otros inconvenientes que se ligan a la petrificación que puede producir en la legislación sectorial y a la ausencia de mecanismos eficaces de control frente a leyes sectoriales que desconozcan o vulneren las determinaciones de lo prevenido en la citada Ley de Autonomía Local.

			Teniendo en cuenta que la Ley de Autonomía Local efectúa, en realidad, una foto fija de las competencias de los municipios y de la Administración autonómica en materia de urbanismo, cabe decir que, a la vista de la legislación vigente, las competencias de la Administración autonómica se contraen sustancialmente a la elaboración y aprobación de algunos instrumentos de planeamiento y al ejercicio de ciertas facultades de inspección y control. Situación que queda mas detallada aun con el contenido de la LISTA, como veremos en los próximos capítulos.

			
BIBLIOGRAFÍA

			AAVV, Fundamentos de Derecho Urbanístico (dir. por L. Martín Rebollo y R. Bustillo ), 2.ª ed., Thomson-Aranzadi, Pamplona, 2009.

			BAÑO LEÓN, J., «El estatuto del propietario en la Ley del Suelo», El Derecho urbanístico del siglo xxi. Libro homenaje al Profesor Martín Bassols Coma, Reus, Madrid, 2008.

			— El Derecho urbanístico común, Iustel, Madrid, 2009.

			— «El plan urbanístico en ruina (un esbozo de reconstrucción)», Práctica Urbanística, n.º 144 (2017).

			— «Un plan jurídico de reforma para los planes urbanísticos», Revista de Derecho urbanístico y medio ambiente, n.º 311 (2017).

			BASSOLS COMA, M., Génesis D evolución del Derecho urbanístico español, Montecorvo, Madrid, 1973.

			CARCELLER FERNÁNDEZ, A., Instituciones de Derecho Urbanístico, 5.ª ed., Montecorvo, Madrid, 1992.

			DELGADO BARRIO, J., El control de la discrecionalidad del planeamiento urbanístico, Civitas, Madrid, 1993.

			ESCARTÍN ESCUDÉ, V., El periurbanismo estatal. La ordenación urbanística del dominio público del Estado, Marcial Pons, Madrid, 2009.

			FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Manual de Derecho Urbanístico, Cizur Menor, Civitas-Thomson, 2014, 23.ª ed.

			GARCÍA DE ENTERRÍA, E., «Actuación pública y actuación privada en el Derecho urbanístico», Revista española de Derecho Administrativo, n.º 1.

			GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., Lecciones de Derecho Urbanístico, 2.ª ed., Civitas, Madrid, 1981.

			GÓMEZ-FERRER MORANT, R., Las zonas verdes y espacios libres como problema jurídico, Tecnos, Madrid, 1970.

			GÓMEZ-FERRER MORANT, R. y BASSOLS COMA, M., «Vinculación de la propiedad privada por planes y actos administrativos», La vinculación de la propiedad por planes y actos administrativos, IEA, Madrid, 1976.

			LÓPEZ BENÍTEZ, M., «El planeamiento urbanístico», Lecciones y materiales para el estudio del Derecho Administrativo, Iustel, Madrid, 2009, VI.

			— «Relaciones entre planes urbanísticos y planes ambientales», CGPJ, 2008 (en prensa).

			LÓPEZ BENÍTEZ, M. y VERA JURADO, D., «La ordenación del territorio (algunos datos para la redefinición conceptual y competencial de la materia)», RJN, n.º 40 (2005).

			LÓPEZ MENUDO, F., «Parques, jardines y otras dotaciones. Su protección urbanística en Andalucía», Administración de Andalucía. Revista andaluza de Administración Pública, n.º 57 (2005).

			LÓPEZ RAMÓN, F., «Planificación territorial», RAP, n.º 114 (1987).

			— «Crisis y renovación del urbanismo español en la última década del siglo XX», REDA, n.º 104 (1999).

			— Introducción al Derecho Urbanístico, Marcial Pons, Madrid, 2013 (4.ª ed.).

			MUÑOZ MACHADO, S., «El planeamiento urbanístico», en AAVV, Tratado de Derecho Municipal, Civitas, Madrid, 1988, II.

			MUÑOZ MACHADO, S. y LÓPEZ BENÍTEZ, M., El planeamiento urbanístico, Iustel, Madrid, 2009 (2.ª ed.).

			— «El planeamiento urbanístico», Tratado de Derecho Municipal, Iustel, Madrid, 2011 (3.ª ed.), III.

			PARADA VÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo III. Bienes públicos y urbanismo, Marcial Pons, Madrid, 2004, 10.ª ed.

			PAREJO ALFONSO, L., «Un problema crucial de la ordenación urbanística en la hora actual: la relación Plan general-Plan especial. A propósito de la formación de una doctrina jurisprudencial sobre el mismo», REDU, n.º 89 (1984).

			— Suelo y urbanismo: el nuevo sistema legal, Tecnos, Madrid, 1991.

			— La ordenación urbanística. El período 1956-1975, Montecorvo, Madrid, 1979.

			— «El plan urbanístico no es solo norma. En pro de la superación de la doctrina simplificadora de su naturaleza», Práctica Urbanística, n.º 144 (2017).

			PONCE SOLÉ, J., Discrecionalidad urbanística y autonomía municipal, EGAP-Civitas, Madrid, 1996.

			REBOLLO PUIG, JIMÉNEZ-BLANCO y LÓPEZ BENÍTEZ, Derecho urbanístico y ordenación del territorio en Andalucía, Iustel, Madrid, 2007.

			VERA JURADO, D., «Los límites del crecimiento: la aplicación de la disposición transitoria cuarta del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley del Suelo», RAP, n.º 181 (2010).

			
				
					* Elaborado por Diego J. Vera Jurado. Catedrático de Derecho Administrativo. Universidad de Málaga.

				

			

		

	
		
			LECCIÓN 2

			
LA ORDENACIÓN TERRITORIAL*


			
I. ASPECTOS GENERALES DE LA ORDENACIÓN TERRITORIAL: CONCEPTO, OBJETIVOS Y EVOLUCIÓN

			Es importante tener presente desde el primer momento que la ordenación del territorio es una función pública de reciente configuración. Contrasta, en este sentido, con la dilatada trayectoria del Derecho urbanístico que, como cuerpo normativo centrado en la ordenación de la ciudad, presenta una estructura y un contenido plenamente consolidado, sin que ello excluya disfuncionalidades y contradicciones.

			La ordenación del territorio comienza a implantarse en la gran mayoría de países desarrollados a mitad del siglo pasado e irá consolidándose en sus últimas décadas con la aparición de políticas públicas de ámbito supramunicipal. Sin embargo, en las primeras décadas del siglo XX ya se encuentran los primeros ejemplos que se enmarcan dentro de proyectos encuadrados en regiones y comienza a configurarse conceptualmente la necesidad de ordenar la ciudad más allá del concepto que hasta entonces había tenido y del que se había encargado el urbanismo. La ciudad traspasa sus límites y comienza a entenderse con su entorno, a interrelacionarse con otras ciudades y pueblos próximos. El fenómeno de la conurbación y de las áreas metropolitanas supone que no es posible entender la ciudad sin considerarla parte de un territorio más amplio, en una nueva escala de análisis. Sirva como ejemplo ilustrativo de estos inicios, el Regional Planning que, aunque con diversas denominaciones, hace referencia al mismo concepto, y surge principalmente en Gran Bretaña con el Plan para el Gran Londres y el Plan del Condado de Londres. De manera casi paralela en el tiempo se desarrolla en EEUU, donde destacan el Plan de Chicago y el Plan de Nueva York.

			No obstante, y a pesar de su corta vida jurídica, la ordenación del territorio se ha convertido en poco tiempo en un vehículo de coordinación y armonización de primer orden, que ha permitido un salto cualitativo en la forma de interpretar la realidad territorial en su conjunto y, especialmente, la ciudad. Ésta queda vinculada al conocimiento de los sistemas territoriales en los que no es un elemento exclusivo y excluyente sino parte de un todo: el territorio. La determinación de los modelos de ordenación —urbanos y no urbanos— es una función pública vinculada, por tanto, al conocimiento de la planificación y gestión de todos los elementos territoriales.

			En cualquier caso, la línea imaginaria que separa el urbanismo y la ordenación del territorio sigue siendo en nuestros días objeto de un amplio debate en el que tiene especial protagonismo no sólo la delimitación conceptual, sino los conflictos competenciales entre las Administraciones públicas a las que se le atribuye una y otra función. Ambas funciones públicas (urbanismo y ordenación del territorio) actúan en el territorio, pero ordenando un espacio diferente, aunque coincidente en muchos aspectos. Así, mientras el urbanismo se centra en ordenar los usos del suelo, la distribución de los equipamientos, infraestructuras y edificaciones en un espacio predefinido, atendiendo a unos criterios de clasificación y calificación del mismo; la ordenación del territorio atiende, desde una escala supramunicipal y regional, a integrar y relacionar el territorio centrándose en la zonificación o destino de éste, en la búsqueda del equilibrio, la cohesión social y el desarrollo sostenible en su conjunto.

			Es con la aprobación de la CE de 1978 cuando se reconoce por primera vez en nuestro ordenamiento jurídico el carácter de función pública de la ordenación del territorio. En efecto, la CE señala en su artículo 148.1.3.ª, al regular el entramado de materias sobre las que podrán asumir competencias las CCAA, a la «Ordenación del Territorio, Urbanismo y Vivienda». No obstante, no existe en ese momento histórico una especial consideración de las posibilidades que la ordenación del territorio podía tener como función pública. De hecho, como sucedió con otras materias, las CCAA en los años sucesivos a la aprobación de la Carta Magna comienzan a asumir con carácter exclusivo las competencias en materia de ordenación del territorio a través de la aprobación de sus respectivos estatutos de autonomía con plenas potestades sobre la materia, reservándose la potestad legislativa, reglamentaria y de ejecución, pero todo ello sin especial celeridad y con una limitada contundencia en la configuración de los instrumentos territoriales.

			El Estatuto de Autonomía de Andalucía, aprobado por Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, establece en su artículo 56.5 que «Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, que incluye en todo caso el establecimiento y regulación de las directrices y figuras de planeamiento territorial, las previsiones sobre emplazamientos de infraestructuras y equipamientos, la promoción del equilibrio territorial y la adecuada protección ambiental». Aragón: la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, recoge en idéntico sentido la competencia exclusiva al señalar en su artículo 71.8.ª «En el ámbito de las competencias exclusivas, la Comunidad Autónoma de Aragón ejercerá la potestad legislativa, la potestad reglamentaria, la función ejecutiva y el establecimiento de políticas propias, respetando lo dispuesto en los artículos 140 y 149.1 de la Constitución. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de Ordenación del territorio, conforme a los principios de equilibrio territorial, demográfico, socioeconómico y ambiental». Asturias: Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, dice en el artículo 10.1.3.ª «El Principado de Asturias tiene la competencia exclusiva en materia de Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda». Baleares: Ley Orgánica 2/1983, de 25 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía para las Islas Baleares, artículo 30.3 «La Comunidad Autónoma tiene la competencia exclusiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1 de la Constitución, en materia de Ordenación del territorio, incluyendo el litoral, el urbanismo y la vivienda». Canarias: Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de Canarias, artículo 30.15 «La Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con las normas del presente Estatuto, tiene competencia exclusiva en materia de Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda». Cantabria: Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de Cantabria, artículo 24.3 «La Comunidad Autónoma de Cantabria tiene competencia exclusiva en materia de, que serán ejercidas en los términos dispuestos en la Constitución, Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda». Castilla-La Mancha: Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha, artículo 31.1.2.ª «La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha asume la competencia exclusiva en Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda». Castilla y León: Ley Orgánica 4/1983, de 25 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, artículo 7.1.6.º «La Comunidad de Castilla y León tiene competencia exclusiva en materia de Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda». Cataluña: El vigente Estatuto de Autonomía de Cataluña, aprobado por la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, establece en su artículo 149.1 la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, así el referido precepto señala «Corresponde a la Generalitat en materia de ordenación del territorio y del paisaje la competencia exclusiva […]». Extremadura: Ley Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de Extremadura, artículo 9.1.32.ª «La Comunidad Autónoma de Extremadura tiene competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio». Galicia: Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de Galicia, artículo 27.1.3.ª «En el marco del presente Estatuto corresponde a la Comunidad Autónoma gallega la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda». La Rioja: Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de La Rioja, artículo 8.1.16.ª «Corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda». Madrid: Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, artículo 26.1.1.4.ª «La Comunidad de Madrid, en los términos establecidos en el presente Estatuto, tiene competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda». Murcia: Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia, artículo 10.1.2.ª «Corresponde a la Comunidad de la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda». Navarra: Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Amejoramiento del Fuero de Navarra, artículo 44.1 «Navarra tiene competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda». País Vasco: Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía del País Vasco, artículo 10.31 «La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda». Comunidad Valenciana: Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, artículo 49.1.9.ª «La Generalitat tiene competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda».

			La elaboración y aprobación de las diferentes normativas territoriales de las CCAA no fue un proceso rápido, al igual que la tramitación y aprobación durante años de los diferentes instrumentos de ordenación territorial. Ello no debe de evitar reconocer sustanciales diferencias entre las CCAA a la hora de implementar los sistemas de ordenación territorial. Probablemente aun tenemos un limitado convencimiento de las posibilidades de la ordenación del territorio como función pública, limitaciones amparadas en muchos casos por esquemas puramente localistas que impiden observar con claridad cómo muchos de los problemas actuales encuentran una mejor solución en una escala territorial.

			En este proceso regulador que han protagonizado las CCAA en relación con la ordenación del territorio, la forma de legislar ha sido diversa; así mientras unas CCAA optaron por desarrollar una regulación territorial con carácter autónomo e independiente, otras regulan en un mismo cuerpo normativo la ordenación del territorio y el urbanismo. Esta evolución en la forma de conformar el marco legislativo está justificada por la irrupción de la STC 149/1988 (RTC 1988, 149) sobre la atribución a las CCAA de la competencia en materia de legislación urbanística. En este sentido, los marcos autonómicos en la materia son los siguientes: Aragón: Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón. Asturias: Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo. Baleares: Ley 14/2000, de 21 de diciembre, de Ordenación Territorial. Canarias: Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias. Cantabria: Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo en Cantabria. Castilla-La Mancha: Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística. Castilla y León: Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla y León. Cataluña: Ley 23/1983, de 21 de noviembre, de Política Territorial. Extremadura: Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de Ordenación Territorial y Urbanística Sostenible de Extremadura. Galicia: Ley 1/2021, de 8 de enero, de Ordenación del Territorio de Galicia. La Rioja: Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja. Madrid: Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo, de la Comunidad Autónoma de Madrid. Murcia: Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y Urbanística Región de Murcia 2015. Navarra: Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo. País Vasco: Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio del País Vasco. Comunidad Valenciana: Decreto Legislativo 1/2021, de 18 de junio, del Consell de aprobación del texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, de la Comunidad Valenciana.

			No es fácil, en cualquier caso, la definición de la ordenación del territorio, o al menos no lo es desde una óptica puramente jurídica. Las diferentes descripciones giran en torno a la planificación física, la planificación económica o el desarrollo territorial, priorizando e imbricando cada una de ellas según los diferentes planteamientos. Una definición especialmente reproducida es la contenida en la Carta Europea de Ordenación del Territorio, auspiciada en el seno del Consejo de Europea (1983), cuando expone que: «La Ordenación del Territorio es la expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de toda la sociedad, cuyos objetivos fundamentales son el desarrollo socioeconómico y equilibrado de las regiones, la mejora de la calidad de vida, la gestión responsable de los recursos naturales, la protección del medio ambiente y, por último la utilización racional del territorio. Es a la vez, una disciplina científica, una técnica administrativa y una política, concebida como actuación interdisciplinaria y global, cuyo objetivo es un desarrollo equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según un concepto rector». De ella se pueden extraer una serie de objetivos y principios fundamentales, que han inspirado gran parte de la normativa vigente:

			a) El desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones. Teniendo en cuenta los procesos económicos, las peculiaridades territoriales, los ejes de desarrollo y las redes de comunicación, la ordenación del territorio debe controlar el crecimiento de las regiones congestionadas o de aquellas que presenten una evolución demasiado rápida, alentar el desarrollo de aquellas que mantienen un cierto retraso, mantener o adaptar las infraestructuras indispensables para permitir un nuevo impulso de las regiones en decadencia o amenazadas por graves problemas de empleo.

			b) La mejora de la calidad de vida. A través de la ordenación del territorio se debe favorecer el marco de vida cotidiano, ya se trate de la vivienda, el trabajo, la cultura o el ocio, e incluso de las relaciones en el seno de las comunidades humanas y el crecimiento del bienestar individual por la creación de empleos y de equipamientos económicos, sociales y culturales que respondan a las aspiraciones de las distintas capas de la población y aseguren, por la elección de su localización, una utilización óptima.

			c) La gestión responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente. La ordenación del territorio tendrá que promover estrategias que permitan reducir al máximo los conflictos que surgen entre las crecientes necesidades de recursos naturales y la exigencia de su conservación, tratando de asegurar una administración responsable del marco natural, de los recursos del suelo y del subsuelo, del aire y del agua, de los recursos energéticos, de la fauna y de la flora, dedicando una atención especial a las bellezas naturales y al patrimonio cultural y arquitectónico.

			d) La utilización racional del territorio. Persiguiendo los objetivos definidos anteriormente, la ordenación del territorio trata en particular de controlar la implantación, la organización y el desarrollo de los grandes complejos urbanos e industriales y de las grandes infraestructuras, así como la protección de las zonas agrícolas y forestales. Esta ordenación física debe acompañarse necesariamente de una política de suelo con el fin de hacer posible la realización de objetivos de interés general.

			Pues bien, amparado en estos antecedentes y principios generales, la LISTA diseña en su artículo 33.1 (en relación con el art. 3.3) un concepto de ordenación del territorio amplio, y empleado por gran parte de las CCAA, al indicar que «se entiende por ordenación del territorio, a los efectos de esta ley, la función pública cuyo contenido se establece en el apartado 3 del artículo 3, desarrollada a través de determinaciones, instrumentos de ordenación y proyectos que identifiquen y movilicen los recursos, oportunidades y potencialidades de desarrollo existentes en el ámbito territorial de referencia». El citado artículo 3.3, por su parte, establece que la ordenación del territorio comprenderá:

			— Establecer el modelo territorial y los objetivos territoriales en la Comunidad Autónoma de Andalucía, en función del ámbito de actuación y de los diferentes sectores de actividad, incluyendo la formulación, tramitación y aprobación de los instrumentos de ordenación territorial previstos en esta ley.

			— Coordinar las actuaciones públicas y privadas con incidencia en la ordenación del territorio.

			— Llevar a cabo actuaciones tendentes a mejorar la cohesión territorial y a desarrollar de forma sostenible el territorio de la Comunidad Autónoma.

			— Identificar los servicios y funciones ecosistémicas de los territorios para garantizar su funcionamiento y los sistemas productivos.

			— Evaluar las necesidades de la sociedad y la capacidad de acogida del territorio, plateando alternativas de ordenación que permitan cumplir con los fines de la ordenación territorial.

			— Definir los instrumentos de gestión necesarios para alcanzar los objetivos territoriales.

			— La disciplina territorial, incluyendo la inspección, el restablecimiento de la legalidad y la sanción de las infracciones de la ordenación territorial.

			— Cualquier otro que se considere necesario para la efectividad de los fines de la ordenación territorial.

			A todo ello añade el párrafo segundo del referido artículo 33 que «la ordenación del territorio opera al servicio del interés general y desde una escala supralocal, aportando a los instrumentos de ordenación urbanística y a la planificación sectorial la referencia territorial, en el marco de los instrumentos de ordenación previstos en esta ley, teniendo en cuenta la caracterización y singularidad de los municipios», dejando claro que la concurrencia de intereses supralocales es lo que justifica el contenido de la propia ordenación del territorio, y su incidencia y prioridad sobre los propiamente municipales. No obstante, hay que realizar un claro reproche a la amplitud con la que el legislador autonómico diseña este concepto de interés supralocal, especialmente en los términos de la propia cláusula de cierre del mencionado artículo 3.3 («cualquier otro que se considere necesario para la efectividad de los fines de la ordenación territorial»), que le permite un ámbito de actuación casi ilimitado.

			Por último, el párrafo tercero del artículo 33 establece los principios que serán de aplicación en este ámbito, con el objetivo de propiciar la vertebración territorial de Andalucía y un desarrollo equilibrado y sostenible que mejore la competitividad económica y la cohesión social:

			— Implantación racional y equilibrada de los usos y actividades en el territorio, de forma que se garantice su diversidad y se asegure el óptimo aprovechamiento del suelo como recurso natural no renovable.

			— Tratamiento diferenciado de las distintas zonas del territorio desde la perspectiva de la cooperación y competitividad territorial para lograr la vertebración y superar los desequilibrios.

			— Asignación de los usos del suelo en función de las aptitudes del medio físico y las necesidades de la población.

			— Utilización racional de los recursos naturales, desde la perspectiva de la sostenibilidad social, ambiental y económica, en especial de los recursos hídricos, garantizando la eficiencia territorial de su uso.

			— Utilización racional de los espacios de especial valor agrícola, ganadero, forestal, ecológico o cultural, preservándolos de instalaciones, actividades o usos incompatibles con su naturaleza y coadyuvando a la protección de la biodiversidad.

			— Preservación de espacios adecuados para albergar usos de interés general.

			— Preservación del patrimonio natural y cultural, como componente básico de la estructura territorial y para su puesta en valor como recurso de desarrollo local y regional.

			— Implantación de las infraestructuras con criterios de calidad, economía y eficiencia, tanto ambientales como territoriales, con especial atención al sistema de transportes.

			— Prevalencia de los criterios de interés general y social en la ubicación de las infraestructuras, los equipamientos y los servicios de interés supralocal, en los términos establecidos en esta ley.

			Es innegable el valor de este conjunto de principios y su carácter informador para la actividad territorial y para el desarrollo de los instrumentos de ordenación previstos, sin perjuicio incluso de su aplicación directa en defecto de estos últimos (art. 4.1 LISTA). Sin embargo, se echa en falta una adecuada precisión jurídica, y ello porque junto a solapamientos y repeticiones conceptuales, se incluyen apartados más cercanos a la definición de instrumentos de gestión y planificación territorial que a principios propiamente dichos.

			El artículo 4.2 LISTA establece, además, un conjunto de principios generales de ordenación y desarrollo sostenible, al exponer que «las actuaciones territoriales y urbanísticas deberán ajustarse al principio de desarrollo sostenible y a los siguientes principios generales de ordenación: a) Viabilidad social: todas las actuaciones deberán justificar que la ordenación propuesta está basada en el interés general y dimensionada en función de la demanda racionalmente previsible, cumpliendo con la función social del suelo, estableciendo los equipamientos y las dotaciones que sean necesarios y tomando medidas para evitar la especulación. Se analizarán las necesidades derivadas de situaciones de emergencia y se considerarán las medidas incluidas en planes de emergencia y protocolos operativos. b) Viabilidad ambiental y paisajística: la ordenación propuesta deberá justificar el respeto y protección al medio ambiente, la biodiversidad y velar por la preservación y puesta en valor del patrimonio natural, cultural, histórico y paisajístico, adoptando las medidas exigibles para preservar y potenciar la calidad de los paisajes y su percepción visual. Asimismo, deberá garantizar el cumplimiento de las medidas necesarias para la adaptación, mitigación y reversión de los efectos del cambio climático. c) Ocupación sostenible del suelo: se deberá promover la ocupación racional del suelo como recurso natural no renovable, fomentando el modelo de ciudad compacta mediante las actuaciones de rehabilitación de la edificación, así como la regeneración y renovación urbana y la preferente culminación de las actuaciones urbanísticas y de transformación urbanística ya iniciadas frente a los nuevos desarrollos. d) Utilización racional de los recursos naturales y de eficiencia energética: las actuaciones serán compatibles con una gestión sostenible e integral de los recursos naturales, en especial de los recursos hídricos, y se basarán en criterios de eficiencia energética, priorizando las energías renovables y la valorización de los residuos. e) Resiliencia: capacidad de la ciudad para resistir una amenaza y para absorber, adaptarse y recuperarse de sus efectos de manera oportuna y eficiente, incluyendo la preservación y restauración de sus estructuras y funciones básicas. f) Viabilidad económica: todas las actuaciones de transformación urbanística a ejecutar por la iniciativa privada deberán justificar que disponen de los recursos económicos suficientes y necesarios para asumir las cargas y costes derivados de su ejecución y mantenimiento. g) Gobernanza en la toma de decisiones: en la planificación territorial y urbanística se fomentará la cooperación entre las Administraciones Públicas implicadas y los diferentes actores de la sociedad civil y del sector privado, así como la transparencia y datos abiertos».

			
II. LOS INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN TERRITORIAL

			En sentido propio, el artículo 34.1 LISTA enumera los instrumentos a través de los cuales desarrollar la ordenación territorial en Andalucía. Establece como tales, tres: el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional y los Proyectos de Actuación Autonómicos, en relación con estos últimos, adecuado es precisar que predica tal carácter cuando concurran dos presupuestos: que desarrollen actuaciones no previstas en el planeamiento territorial vigente y que sean declaradas de interés autonómico.

			Esta aparente simplicidad en la clasificación de los instrumentos, como se verá, no es tal, en la medida en que se completa con otros instrumentos y directrices dirigidos de igual forma a planificar el territorio andaluz. Lo anterior hace adecuado clasificar desde ya las diferentes clases de instrumentos previstos en la LISTA para, a partir de la misma, entrar a conocer de manera más concreta cada uno de ellos. De esta forma, podemos distinguir tres grandes categorías, cada una de ellas con sus correspondientes figuras: instrumentos de planificación territorial, instrumentos de desarrollo y gestión territorial, y planes y actuaciones con incidencia en la ordenación del territorio.

			
1. LA PLANIFICACIÓN TERRITORIAL EN ANDALUCÍA: CONTEXTO DE PARTIDA Y SITUACIÓN A LA ENTRADA EN VIGOR DE LA LISTA

			De entrada, algunas cuestiones merecen siquiera una somera referencia en relación con la regulación de los instrumentos de planificación territorial contenida en su antecesora. La LOTA, en su redacción originaria, distinguía únicamente dos instrumentos propiamente destinados a la planificación territorial: el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (POTA) y los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional (POTS). A esta clasificación contenida en su artículo 5.1, añadía, en el artículo 5.2, los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio (PIOT). Una clasificación simplista que coincidía con la realizada por otras tantas legislaciones autonómicas de la década de los noventa cuando la ordenación territorial comienza a desarrollarse en nuestro país con la promulgación de las primeras legislaciones. Y decimos simplista en la medida en que se centra en dotar con instrumentos de planificación territorial las dos escalas principales que centran la atención de la ordenación territorial: la escala regional y la escala subregional. Será casi dos décadas después, en el año 2012, cuando la modificación de la LOTA operada por el Decreto-Ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral, incorpore un nuevo instrumento a las categorías de planes territoriales previstas hasta ese momento, el Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía (PPCLA). Por tanto, con la LOTA las categorías de instrumentos de planificación territorial en Andalucía quedaban conformadas por tres instrumentos propiamente territoriales: POTA, PPCLA y POTS, a los que había que añadir un cuarto instrumento con sus propias particularidades lo que justificaba su enumeración separada en el propio texto legal, los PIOT.

			Por otro lado, y siguiendo con estos breves antecedentes, la LOTA era un texto centrado y casi puede afirmarse que limitado a la planificación territorial, a la que dedicaba buena parte de su articulado. Si bien es cierto que las sucesivas modificaciones de la Ley incorporaron otros aspectos, en su versión originaria, de sus 37 artículos, 23 estaban dedicados en exclusiva a la planificación territorial.

			Se estaba ante un texto legal que obviaba cuestiones tan esenciales para un completo y adecuado desarrollo de la ordenación territorial, como la gestión territorial o la propia disciplina territorial. En relación con esta última, si bien es cierto que dedicaba dos preceptos, los artículos 36 y 37, a su regulación, podemos afirmar que más que una regulación de la misma en un sentido propio se estaba ante someras, por obvias, referencias a la cuestión.

			No obstante, bajo el paraguas de la LOTA, Andalucía ha desarrollado su planificación territorial hasta el momento, destacando, desde una perspectiva conjunta con otras CCAA, precisamente, por la prolija labor desarrollada. El POTA, tras un complejo procedimiento de elaboración y tramitación, sería finalmente aprobado en el año 2006, dotando de esta forma al conjunto autonómico de un modelo territorial a escala regional.

			El Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, por el que se adapta el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía a las resoluciones aprobadas por el Parlamento de Andalucía en sesión celebrada los días 25 y 26 de octubre de 2006 y se acuerda su publicación (BOJA n.º 250, de 29 de diciembre de 2006).

			También desde la escala subregional, Andalucía ha desarrollado una importante labor, contando con un total de 17 POTS vigentes y que dan cobertura a los ámbitos que mayores problemáticas y tensiones territoriales presentan en la comunidad, las zonas litorales y las aglomeraciones urbanas.

			Los POTS vigentes a la entrada en vigor de la LISTA en Andalucía, son los siguientes:

			a) POTS de la Aglomeración Urbana de Granada (1999).

			b) POTS del Poniente de Almería (2002).

			c) POTS de la Sierra de Segura, Jaén (2003).

			d) POTS del Ámbito de Doñana (2003).

			e) POTS Bahía de Cádiz (2004).

			f) POTS Litoral Occidental de Huelva (2006).

			g) POTS Litoral Oriental-Axarquía de Málaga (2006).

			h) POTS Levante de Almería (2009).

			i) POTS de la Aglomeración Urbana de Sevilla (2009).

			j) POTS de la Aglomeración Urbana de Málaga (2009).

			k) POTS de la Costa Noroeste de Cádiz (2011).

			l) POTS de La Janda (2011).

			m) POTS de la Aglomeración Urbana de Almería (2011).

			n) POTS del Campo de Gibraltar (2011).

			o) POTS de la Costa Tropical de Granada (2012).

			p) POTS del Sur de Córdoba (2012).

			q) POTS de la Aglomeración Urbana de Jaén (2014).

			Si bien es cierto que no ha dotado el total del territorio autonómico de planes territoriales en la escala subregional no puede obviarse la realidad del territorio andaluz, siendo la segunda CA con mayor extensión en términos superficiales del conjunto español.

			De igual forma, el ya citado PPCLA, incorporado en el año 2012 a la LOTA como instrumento de planificación territorial, fue tramitado y aprobado en el año 2015 [Decreto 141/2015, de 26 de mayo, por el que se aprueba el Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía (BOJA n.º 139, de 20 de julio de 2015), aunque apenas contó con dos años de vigencia ya que en septiembre de 2017 se fallaría la primera de las Sentencias que declaraba la nulidad del mismo (SSTSJ de Andalucía de 7, 14 y 21 de septiembre de 2017)].

			
2. INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN TERRITORIAL


			Como se indicaba con anterioridad, en sentido propio, como instrumentos de planificación territorial, la LISTA regula el POTA y los POTS. Se mantienen de esta forma, los dos instrumentos primigenios previstos en sus orígenes en la legislación en ordenación territorial andaluza, desapareciendo como tal, el posteriormente incorporado PPCLA.

			A) Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (POTA)


			A grandes rasgos, el objeto del POTA, conforme al artículo 39.1 LISTA es casi idéntico al que en su día recogiera la LOTA, esto es, «establecer los elementos básicos para la organización y estructura del territorio de la Comunidad Autónoma, siendo el marco de referencia territorial para los demás planes e instrumentos regulados en esta Ley y para las Actuaciones con Incidencia en la Ordenación del Territorio, así como para la acción pública en general».

			Como novedad, la LISTA sí se encarga de atribuir unos fines concretos al POTA a diferencia de la LOTA que no se refería a los mismos de manera precisa, sino que los fijaba para la ordenación del territorio en general y de manera más concisa. En este sentido, en el apartado 2, del artículo 39 se enumeran los mismos entre los que se observa los que en su día ya señalará la citada Carta Europea de Ordenación del Territorio para esta función pública pero adaptados a la realidad y necesidades actuales. El logro del equilibrio, la cohesión social y económica del territorio y la mejora de la competitividad para el desarrollo económico y de la calidad de vida de los ciudadanos, integrando el sistema de transportes y la movilidad del territorio, junto a la utilización racional de los recursos naturales y la consecución de un territorio más resiliente y menos vulnerable ante el cambio climático; la integración coordinada de las políticas de desarrollo territorial de la Unión Europea y del Estado; la coordinación y cooperación con las regiones del entorno geopolítico próximo y con las pertenecientes a los mismos organismos de ámbito europeo; o establecer el marco para la cooperación interadministrativa de la Administración autonómica con el resto de Administraciones públicas y con entidades representativas de los intereses de los ciudadanos, son algunos de los aspectos que atribuye la LISTA como finalidad del POTA.

			De igual forma, la LISTA se encarga, en el artículo 40, de precisar el contenido del POTA. Siquiera a grandes rasgos, señala los siguientes:

			a) El diagnostico de las oportunidades y problemas territoriales, los objetivos específicos a alcanzar y la definición de las propuestas de actuación durante el período de vigencia del plan.

			b) El esquema de articulación territorial, integrado por el sistema de ciudades, sus funciones urbanas y sus áreas de influencia, los principales ejes de comunicación del territorio, los criterios para la mejora de la accesibilidad y las infraestructuras básicas del sistema de transporte, hidráulicas, de las telecomunicaciones, de la energía y otras análogas.

			c) Los criterios territoriales básicos para:

			— La delimitación y selección de áreas de ordenación territorial, ambiental, económica y sectorial, y su integración en el sistema de transporte.

			— La ordenación del espacio litoral, para la localización de los espacios libres, equipamientos y servicios e infraestructuras de ámbito supralocal, así como la localización de viviendas protegidas.

			— La gestión sostenible del agua y de los demás recursos naturales, así como para la preservación y puesta en valor del patrimonio cultural, natural, paisajístico y arquitectónico.

			— Evitar la formación de nuevos asentamientos en suelo rústico.

			d) La identificación de actuaciones territoriales con relevancia estratégica.

			e) La indicación de las zonas afectadas por procesos naturales o actividades antrópicas susceptibles de generar riesgos catastróficos y la definición de las determinaciones territoriales de actuación a contemplar para su prevención, incluidas las necesarias para mitigar los efectos del cambio climático y la adaptación del territorio a las nuevas condiciones derivadas del mismo.

			f) La indicación de áreas o sectores que deban ser objeto de POTS o de PIOT, así como los programas coordinados destinados a desarrollar las estrategias y directrices territoriales del Plan.

			g) Las determinaciones de los POTS y de los PIOT que deban ser objeto de aplicación directa y aquellas que han de ser objeto de adaptación estableciendo un plazo para ello, transcurrido el cual serán de aplicación directa para la Administración y los ciudadanos sus determinaciones, conforme a la naturaleza de las mismas.

			h) La concreción de las determinaciones del plan cuya alteración requiera su revisión.

			i) La estimación económica de las acciones comprendidas en el plan y sus prioridades de ejecución.

			j) Las previsiones para el desarrollo y ejecución del plan.

			k) Los criterios de periodicidad y contenido necesario para la elaboración de memorias de gestión en las que se evalúe el grado de cumplimiento de las determinaciones del plan y sus efectos.

			Además de los anteriores, expresamente se posibilita que el Consejo de Gobierno pueda incluir aquellos aspectos que considere necesarios, dirigidos a la consecución de los objetivos del plan, lo que amplía de manera considerable las facultades que se atribuye en relación con el contenido del POTA.

			También de manera análoga a lo que ya recogiera la LOTA, la LISTA dedica su artículo 41 a regular el procedimiento para la elaboración y aprobación del POTA, cuestión que no recoge grandes novedades. Entre los hitos procedimentales, destacar la competencia del Consejo de Gobierno para la formulación del plan, a propuesta del titular de la consejería que ostente las competencias en ordenación del territorio y urbanismo; la inclusión en el acuerdo de formulación de los objetivos que habrán de orientar su redacción, la composición y funciones de la comisión de redacción, así como el procedimiento y plazo para la elaboración del POTA; se mantiene también el plazo de información pública por un período no inferior a dos meses así como la participación de las Administraciones públicas y entidades públicas afectadas por razón de la competencia, incorporando, además, la LISTA, en este trámite a «los distintos actores interesados mediante procesos de gobernanza». También como novedad en la tramitación del POTA, incorpora en el apartado 4 del artículo 41, la solicitud, de manera simultánea al período de información pública, de los informes preceptivos conforme a la normativa sectorial aplicable. Mantiene, de igual forma, su aprobación, en primer lugar, por el Consejo de Gobierno con ulterior remisión al Parlamento para su aprobación, así como la publicación a efectos de eficacia del Plan en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, una vez aprobado por el Parlamento y efectuadas las adaptaciones que vengan requeridas por las resoluciones de la Cámara, por parte del Consejo de Gobierno.

			Otras novedades que contiene la LISTA en relación a la regulación del POTA por la LOTA son la omisión de la previsión contenida en el artículo 9 LOTA de la elaboración de bases o estrategias regionales, cuya aprobación estaba atribuida al Consejo de Gobierno como documentos preparatorios del plan. Por contra, la LISTA sí se encarga de precisar en el artículo 42 los instrumentos previstos para el desarrollo del POTA, encomendando tal función a los POTS y a las actividades de planificación de la Junta de Andalucía que, en aplicación de la misma, tengan la consideración de PIOT.

			Por otra parte, la LISTA afecta a una cuestión concreta del POTA’06. Como ya se ha indicado, el instrumento marco de la planificación territorial andaluza, no sin diversas controversias durante su elaboración y tramitación, fue definitivamente aprobado en 2006. Ya entonces, entre las cuestiones que mayores polémicas generaron se encontraba la norma 45.2 del mismo dedicada al modelo de ciudad, abogando por un modelo de ciudad compacta como «versión física de la ciudad mediterránea, permeable y diversificada en su totalidad y en cada una de sus partes, y que evita en lo posible la excesiva especialización funcional y de usos para reducir desplazamientos obligados, así como la segregación social del espacio urbano». Para su consecución, el POTA’06 establece en la propia norma diversas medidas, entre ellas, fija límites cuantitativos de crecimiento dirigidos al planeamiento urbanístico general, de forma que, conforme a la norma 45.4.a) «[…] no se admitirán los crecimientos que supongan incrementos del suelo urbanizable superiores al 40 por 100 del suelo urbano existente ni los crecimientos que supongan incrementos de población superiores al 30 por 100 en ocho años».

			Esta cuestión tampoco pasó inadvertida en el ámbito judicial. Una de las cuestiones que más recursos originó frente a la aprobación del POTA’06 fue precisamente la limitación de crecimiento para los municipios que conllevaba la norma 45.4 del instrumento. Uno de los argumentos más repetidos por los recurrentes era el relativo a la invocada «vulneración de la citada norma al principio de autonomía local, incluso, en algunas de manera más precisa, por la presunta “ilegalidad del artículo 45.4.a) del POTA por la falta de fundamentación en la regulación de las posibles excepciones a los límites de crecimiento establecidos dejando un margen absoluto a la discrecionalidad, incompatible con los principios de seguridad jurídica e igualdad. Siendo además una limitación inadmisible del ámbito de la autonomía de los Ayuntamientos y teniendo en arbitrariedad en la delimitación” […]». Siquiera someramente, como ya se apuntara, el pronunciamiento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, siguió un tenor casi literal en los diferentes pronunciamientos que se sucedieron, «Por todas, la Sentencia de 23 de diciembre de 2010 (RJCA 2011, 23), en la que parte analizando “el respecto al principio de autonomía local, desde la perspectiva urbanística que nos ocupa, debemos situarlo en el marco de las relaciones entre la Administración Local y la Autonómica”, recordando la doctrina constitucional [STC 51/2004, de 13 de abril (RTC 2004, 51); STC 252/2005, de 11 de octubre (RTC 2005, 252); o STC 204/2006, de 20 de julio (RTC 2006, 204)], así como la jurisprudencia del Tribunal Supremo en torno a la perspectiva urbanística de la autonomía local», la meritada resolución recoge con un detallado análisis, entre otros aspectos, que «la competencia autonómica en ordenación del territorio permite la intervención de la Administración autonómica en esferas de competencia compartida con la Administración local, siempre que se haga dentro del marco de la norma (en referencia a la LOTA), no puede considerarse, a priori, como contraria a la autonomía local […] las manifestaciones que en el POTA se hacen sobre un modelo territorial, manifestado este en límites al crecimiento de las ciudades y poblaciones, con carácter general, y siempre y cuando tengan una fundamentación en un modelo territorial predeterminado, no pueden considerarse contrarias a la autonomía local».

			En este contexto, pese al pronunciamiento favorable de los Tribunales, con posterioridad la citada norma 45 sería objeto de diversas modulaciones que flexibilizaban su tenor inicial, a través de diferentes instrucciones. Todos estos antecedentes y evolución que se indican en torno a este mecanismo previsto por la planificación andaluza en aras a lograr el modelo de ciudad compacta coherente con la tan proclamada sostenibilidad del territorio, culminan con su expresa derogación en la LISTA. Cierta es la ya expuesta polémica suscitada por la misma desde su aprobación, fundamentalmente por los municipios, pero en este punto queda un nuevo debate abierto en torno a la coherencia de dicha determinación de la LISTA con el proclamado modelo de sostenibilidad territorial y urbanística y que incluso da nombre a la propia Ley.

			La Disposición Derogatoria única de la LISTA, deroga expresamente, entre otras, en su apartado 2, letra f) la «Norma 45.4.a) del Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, por el que se adapta el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía».

			B) Planes de Ordenación del Territorio de ámbito Subregional (POTS)


			En relación con los POTS, una de las figuras que mayor desarrollo y protagonismo ha tenido en la planificación territorial andaluza, la LISTA simplifica y unifica su regulación, si bien contiene alguna novedad, mantiene en lo esencial las previsiones de la LOTA para este instrumento.

			En primer lugar, además de conceptuar la figura, establece sus objetivos y ámbito en un mismo precepto, el artículo 43. De esta forma, los POTS se definen conforme a la LISTA como aquellos dirigidos a establecer «los elementos básicos para la organización y estructura del territorio en su ámbito», con dos objetivos: propiciar en su ámbito la utilización adecuada, racional y equilibrada del territorio y de sus recursos naturales, tanto por parte de las Administraciones públicas y entidades públicas, como por los agentes privados; y constituir el marco de referencia territorial para la formulación, desarrollo y coordinación de las políticas, planes, programas y proyectos de las Administraciones públicas y entidades públicas, así como para el desarrollo de las actividades de los particulares con incidencia en el territorio. En relación con el ámbito de los POTS, el mismo precepto y de igual forma a lo previsto por la LOTA, contempla que «abarcará necesariamente el conjunto de términos municipales, completos y contiguos, que por sus características físicas, funcionales y socioeconómicas conformen un área coherente de ordenación territorial. Su delimitación se llevará a cabo atendiendo a las determinaciones establecidas en el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía». Como es sabido, el POTA’06 ya contiene dicha delimitación de los diferentes ámbitos.

			En segundo lugar, opta por regular de manera conjunta el contenido y documentación de los POTS, lo que con anterioridad con la LOTA tenía lugar en preceptos independientes. Si bien sí se incorporan ciertas novedades en el contenido que ha de incorporar los POTS, no puede indicarse lo mismo en relación a la documentación de estos planes que se mantiene igual, aunque con alguna novedad puntual en el contenido que ha de integrar ciertos documentos.

			Sin lugar a duda, una de las cuestiones esenciales en relación con la regulación de los POTS, entre otros aspectos, como ocurre con las restantes figuras contenidas en la Ley, es el contenido que establece para los mismos, cuestión precisada en su artículo 44.1. Destaca como novedad la particular atención y detalle que presta a aspectos como las determinaciones para la compatibilidad de los usos del suelo, el sistema de asentamientos, o el sistema de infraestructuras básicas, además de otros contenidos de carácter más genérico. De igual forma, presenta particular interés la incorporación como contenido de los POTS, en aras a su efectividad y el logro de sus objetivos, la inclusión de memorias de gestión a través de un sistema de indicadores objetivos de gestión, sostenibilidad y resultado, con la finalidad de elaborar el informe de seguimiento del plan, que también establece. Por su interés, entre el contenido que la LISTA establece que deben contener los POTS, destaca:

			a) Los objetivos territoriales a alcanzar y las propuestas a desarrollar durante la vigencia del plan.

			b) Definición de la estructura funcional básica del territorio objeto de ordenación, con indicación del sistema de infraestructuras básicas, el sistema de asentamientos y los equipamientos y servicios de carácter supralocal necesarios para el desarrollo de los objetivos propuestos y que permitan la interconexión urbano-rural en el ámbito.

			c) En relación con la compatibilidad de usos en el territorio:

			— Objetivos y directrices para la preservación, ordenación y gestión del paisaje del ámbito.

			— Determinaciones para la preservación del suelo rústico atendiendo a los valores naturales, productivos y paisajísticos, del patrimonio histórico, así como a otros recursos de interés presentes en el ámbito del plan.

			— Delimitación de las zonas afectadas por procesos naturales o actividades antrópicas susceptibles de generar riesgos de cualquier topo, estableciendo directrices y normas de aplicación en las mismas, incluidas las necesarias para contribuir a la mitigación de los efectos del cambio climático y la adaptación del territorio a las nuevas condiciones derivadas del mismo.

			— Indicación de las afecciones sectoriales delimitadas por la Administración competente según la materia, así como el inventario de los dominios públicos y sus servidumbres.

			— Identificación de actividades con incidencia en la ordenación del territorio existentes y delimitación de zonas preferentes para su implantación.

			a) En relación con el sistema de asentamientos:

			— Definición de los elementos integrantes del sistema de asentamientos, así como la caracterización de los municipios a los efectos de determinar el instrumento de ordenación urbanística general exigible en el marco de lo establecido en la LISTA.

			— Determinaciones para el desarrollo y crecimiento de los núcleos urbanos.

			— Previsión y directrices de localización e implantación de equipamientos y servicios de carácter supralocal, así como de viviendas protegidas.

			— Previsión y directrices de localización y desarrollo de áreas estratégicas para el sistema económico y productivo del ámbito.

			— Determinaciones para evitar la formación de nuevos asentamientos en suelo rústico, de conformidad con lo que reglamentariamente se establezca.

			b) En relación con el sistema de infraestructuras básicas:

			— Esquema del sistema de comunicaciones y transportes, y previsiones y criterios para la mejora de la movilidad sostenible del ámbito.

			— Previsiones y directrices para la localización e implantación de las infraestructuras del ciclo integral del agua, tratamiento y eliminación de residuos, de telecomunicación, energéticas y otras análogas.

			c) Las determinaciones de los PIOT y de los planes urbanísticos vigentes en su ámbito que deban ser objeto de adaptación, justificando las alteraciones propuestas para ellos.

			d) La concreción de las determinaciones del plan cuya alteración precise de su revisión.

			e) La estimación económica de las acciones comprendidas en el plan y sus prioridades de ejecución.

			f) La previsión para el desarrollo y ejecución, determinando los instrumentos de ordenación y gestión territorial para el desarrollo de las actuaciones propuestas, así como los mecanismos necesarios de compensación, en su caso.

			g) Los criterios de periodicidad y contenido necesario para la elaboración de memorias de gestión en las que se evalúe y analice el grado de cumplimiento de las determinaciones del plan y de sus efectos, a tal fin, se prevé la definición de un sistema de indicadores objetivos de gestión, sostenibilidad y resultado para conocer la evaluación y efectuar el informe de seguimiento del plan.

			h) Los demás aspectos que el Consejo de Gobierno considere necesario incluir para la consecución de los objetivos del plan.

			Como se apuntaba, el propio artículo 44, en su apartado 2, regula la documentación que debe conformar los POTS. En lo esencial se mantiene la misma documentación, esto es, memoria informativa, memoria de ordenación, memoria económica, normativa y documentación gráfica, si bien con algún requisito adicional en relación con el contenido, en particular la identificación de los dominios públicos existentes en el ámbito tanto en la memoria informativa como en la documentación gráfica.

			En tercer lugar, si bien en lo fundamental también se mantienen los trámites esenciales del procedimiento de tramitación y aprobación para los POTS, la LISTA incorpora alguna importante novedad dirigida a favorecer la participación en la fase de elaboración de los planes. De esta forma, persiste la competencia atribuida al Consejo de Gobierno para acordar la formulación de los POTS, a propuesta de la persona titular de la consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, bien de oficio, bien a instancia de las corporaciones locales. Aquí parece adecuado precisar que si bien la LOTA requería en el artículo 15 para los supuestos en que fuesen las corporaciones locales las que instasen la formulación de los POTS que la iniciativa contase con el refrendo de los acuerdos plenarios de los ayuntamientos de, al menos, los tres quintos de los municipios incluidos en el ámbito del plan, siempre que los mismos agrupasen, al menos, la mitad de la población de dicho ámbito, ninguna referencia contiene la LISTA sobre el particular, no requiriéndose, en consecuencia, un porcentaje determinado de municipios de un determinado ámbito para instar la formulación del correspondiente POTS. Habrá que estar atentos a esta cuestión que en la práctica podría generar discrepancias entre municipios ya que, a priori, nada parece impedir que la solicitud de uno solo de los municipios para instarlo pueda llegar a hacer prosperar la propuesta. Sí se recoge, como lo hacía la LOTA, la audiencia a las corporaciones locales incluidas en el ámbito del plan por parte de la persona titular de la consejería competente en materia de ordenación del territorio antes de elevar su propuesta al Consejo de Gobierno.

			De igual forma, se contempla idéntico contenido en relación a la regulación de la LOTA, para el acuerdo de formulación, que habrá de establecer el ámbito del POTS, los objetivos generales que deban orientar su redacción, la composición y funciones de la comisión de redacción, así como el procedimiento y plazo para su elaboración. También se prevé la participación de una representación de los municipios afectados por el POTS en la comisión de redacción, no obstante, al igual que ya ocurría con la LOTA, tampoco la LISTA precisa cuál deba ser dicha representación; así como el sometimiento a información pública y audiencia a las Administraciones públicas y entidades públicas afectadas por razón de su competencia, una vez redactado el plan, durante un plazo no inferior a dos meses, solicitándose durante este trámite los informes preceptivos. Como último trámite procedimental, la competencia para su aprobación continúa atribuida al Consejo de Gobierno mediante Decreto, dando cuenta al Parlamento y publicándose en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

			Como novedad en el marco procedimental, la previsión que la LISTA establece en el apartado 5, del artículo 45, conforme a la cual, antes de la elaboración del proyecto del POTS que haya de someterse a información pública, se elaborará un borrador del plan, que se remitirá a las corporaciones locales afectadas a fin de que en el plazo de un mes puedan formular observaciones, sugerencias, alternativas y propuestas, así como a las empresas responsables de la prestación de los servicios públicos de energía, telecomunicaciones, agua y residuos. A mayor abundamiento, se contempla que en esta fase procedimental se ha de promover la participación de los distintos actos interesados mediante procesos de gobernanza. Particular interés representa la inclusión de esta fase de participación pública anterior a la elaboración del propio proyecto del fututo POTS, dirigidas no sólo a las corporaciones locales sino también a otros sectores interesados. Una de las grandes demandas en los procedimientos de elaboración de planes es precisamente ésta, los planes se dan a conocer a la ciudadanía cuando ya están elaborados y en el preceptivo trámite de información pública, por ello sustanciar un trámite anterior en el que la ciudadanía pueda participar, proponiendo y sugiriendo alternativas al modelo territorial se entiende fundamental.

			
3. INSTRUMENTOS DE DESARROLLO Y GESTIÓN TERRITORIAL


			Una de las principales novedades que trae la LISTA en relación con la ordenación del territorio es la incorporación, junto a los tradicionales instrumentos dirigidos a la planificación territorial, de instrumentos concretos cuyo objeto es el desarrollo y la gestión territorial de los planes. Ya en su exposición de motivos, la LISTA se plantea como objetivo «Mejorar el contenido y el alcance de las determinaciones de los instrumentos de ordenación territorial en aras de propiciar unos instrumentos más prácticos, realistas, ejecutables y no meramente teóricos. Los actuales instrumentos de ordenación territorial adolecen en exceso de determinaciones negativas y sus propuestas rara vez se ejecutan», de igual manera aboga por la necesidad de que «la ordenación del territorio cumpla efectivamente el papel de coordinación con el resto del ordenamiento sectorial», reconociendo, cómo, hasta el momento, lejos de ello, se ha limitado a una mera declaración de intenciones, sin que se haya llevado a la práctica y sin lograr esa necesaria coordinación con el resto de políticas sectoriales, estatales y autonómicas.

			Esta carencia de la ordenación del territorio no es, desafortunadamente, nueva. Se lleva años proclamando la necesidad de hacer efectiva la política de ordenación territorial, de articular mecanismos dirigidos a hacer efectivos, reales y ejecutables los instrumentos de planificación territorial, lo que pasa por dotar a esta función pública de su necesaria etapa de gestión territorial.

			De manera temprana, López Benítez y Vera Jurado (pp. 163-202), al referirse a la necesidad de una nueva visión de la ordenación del territorio en nuestro país, ya advertían la carencia casi generalizada en las diferentes legislaciones autonómicas de instrumentos de gestión y ejecución de los planes de ordenación territorial, a la vez que enfatizaban en el latente desequilibrio entre el interés mostrado por la planificación territorial frente a otros aspectos que si bien también son propios de la ordenación territorial, eran y son obviados por la misma. De esta forma, los autores señalaban como «después de que hayan transcurrido ya algunos años desde los primeros estudios sobre la ordenación del territorio en nuestro país, todavía el análisis de la materia se centra en determinados aspectos dejando casi inéditos otros. Así, mientras los instrumentos de planificación territorial han sido objeto de un detallado análisis, otros ámbitos de la materia como la gestión o, incluso, la disciplina carecen de desarrollo suficiente» y argumentando como «Los instrumentos de gestión existentes en el derecho urbanístico tienen una serie de objetivos que son irrenunciables, constituyendo la propia esencia de la actividad urbanística: garantizar la disponibilidad de suelo, permiten la utilización racional de los recursos naturales o garantizan una justa distribución de beneficios y cargas, entre otros objetivos».

			Casi dos décadas después, puede afirmarse que la situación es prácticamente idéntica en la medida en que ninguna de las legislaciones autonómicas ha incorporado como tal la gestión territorial, de ahí la novedad que representa el hecho de que la LISTA la contenga en su texto como un aspecto propio de la ordenación territorial, aun con cuestiones que precisan una mayor concreción para lograr una efectiva gestión territorial.

			Y es que cuando se habla de gestión en el marco de la ordenación del territorio, parece adecuado precisar dos conceptos que a menudo parecen identificarse: gestión de la planificación territorial y gestión territorial en sentido propio. Partiendo del interrogante de si la gestión territorial debe ser entendida como una etapa independiente y posterior a la planificación territorial (sin perjuicio de su necesaria complementariedad con aquélla, en tanto extensión o continuación de la misma) o, por el contrario, si la gestión territorial se encuentra integrada en la propia planificación territorial, siendo el resultado de la propia consolidación de la misma que lleva a evidenciar sus carencias y encontrándose más bien referida a la gestión de la planificación territorial. Pues bien, en la práctica, tan importante es gestionar los instrumentos de planificación territorial como ejecutarlos y ponerlos en marcha, puesto que con el término gestión, en síntesis, se «hace referencia a la capacidad de puesta en práctica en el territorio de las previsiones de la planificación territorial y que por su analogía con el urbanismo toma el propio término de aquélla. Dos concepciones que si bien persiguen un objetivo común deben ser concretadas».

			A partir de lo anterior, Rando Burgos diferencia como «en una concepción amplia, por gestión territorial cabe entender el conjunto de acciones, mecanismos e instrumentos cuya puesta en práctica posibilita implementar y hacer eficaz las propuestas y estrategias que, en aras a la consecución de los objetivos que persigue la ordenación del territorio, recogen los instrumentos de planificación territorial. En sentido amplio, por gestión se entiende el conjunto de mecanismos que posibilitan la ulterior puesta en marcha del instrumento de planificación territorial», es lo que se conceptuara como gestión de la planificación territorial. Junto a ella, la gestión territorial en sentido propio «debe entenderse como el conjunto de instrumentos concretos dirigidos a ejecutar las propuestas del plan, mediante mecanismos propios e independientes en aras a hacer real y efectivo el principio de reequilibrio territorial, la cohesión y el desarrollo equilibrado del territorio, en suma, la capacidad para transformar el territorio planificado y hacer realidad los fines, estrategias y propuestas formuladas por los planes». Y aquí, es precisamente dónde se encuentra una de las grandes carencias de la ordenación del territorio sobre la que ni siquiera existe una línea consensuada sobre qué o cómo debe llevarse a cabo la misma y sin apenas aplicación práctica en el contexto de las diferentes Comunidades Autónomas.

			Pues bien, con este escenario de partida, la LISTA parece tomar conciencia de ello y en aras a tratar de solventarlo, en la propia exposición de motivos proclama que «Para alcanzar este objetivo, se incorporan los planes coordinados para el desarrollo y la gestión territorial de las actuaciones territoriales propuestas por los instrumentos de ordenación territorial y los mecanismos para su ejecución directa, aplicándose cuando fuere necesario los mecanismos de gestión urbanística».

			A) Instrumentos de desarrollo y ejecución


			En este contexto, tanto para las actuaciones previstas en los planes de ordenación territorial como, en su caso, para las incluidas en los Programas Coordinados para la Gestión Territorial, la LISTA, en su artículo 46, relaciona los instrumentos destinados a su desarrollo: la Declaración de Interés Autonómico y, en su caso, Proyectos de Actuación Autonómicos, a los que por su interés nos referiremos más delante de manera concreta; los instrumentos de ordenación urbanística; los Planes Especiales de iniciativa autonómica; y los Proyectos de Obras y Urbanización.

			Para su desarrollo a través de los instrumentos de ordenación urbanística, el propio precepto, en su apartado 2, puntualiza que la incorporación de tales actuaciones a los mismos se llevará a cabo a través del procedimiento previsto en el artículo 25, esto es, mediante la previa propuesta de delimitación de actuaciones de transformación urbanística, y su ulterior ordenación detallada a través de los instrumentos urbanísticos previstos a tal fin por la Ley, pudiendo, por tanto, tener lugar, atendiendo a la clase de suelo en que se localicen y a su propio objeto, a través del Plan de Ordenación Urbana, el Plan Parcial de Ordenación, el Plan de Reforma Interior, el Estudio de Ordenación o el Plan Especial, ya que son éstos los instrumentos a los que la LISTA encomienda, en el ámbito de la ordenación urbanística, tal función.

			Por su parte, en relación con los Planes Especiales de iniciativa autonómica, el propio apartado 3 del artículo 46, se encarga de su regulación. A priori, se les encomienda desarrollar directamente aquellas actuaciones de carácter público que no reúnan las características para ser declaradas actuaciones de interés autonómico. Estos planes deben establecer la delimitación concreta de la actuación junto a la ordenación detallada del ámbito, fijándose las reglas a que deben atender en su elaboración y aprobación, entre las que se establecen:

			a) Las determinaciones precisas para el desarrollo y ejecución de la actuación propuesta en el marco de las directrices establecidas por el instrumento de ordenación territorial y conforme se determine reglamentariamente.

			b) El contenido documental, para el que remite al artículo 62 de la Ley encargado de regular el contenido documental de los instrumentos de ordenación urbanística. así como a los demás preceptos aplicables de la misma, atendiendo al objeto y finalidad concreta que tenga la actuación.

			c) En el marco competencial, tanto la formulación, como la tramitación y aprobación corresponde a la consejería competente en ordenación del territorio y urbanismo. De igual forma, también compete a la misma, la aprobación de todos los instrumentos y documentos que sean precisos para la ejecución de sus determinaciones, incluidos los Proyectos de urbanización.

			B) Programas Coordinados para la Gestión Territorial


			Los Programas Coordinados para la Gestión Territorial, constituyen el instrumento con el que el legislador andaluz de manera novedosa, no sólo en el contexto autonómico, sino incluso desde una perspectiva conjunta con otras CCAA, trata de lograr la tan necesaria para esta función pública, como es su etapa de gestión.

			De esta forma, el artículo 47 es el encargado de regular la figura, si bien con una regulación escueta que podría hacer perder virtualidad a tan importante apuesta autonómica. Tan sólo se define la figura, se señala algunas reglas para su elaboración y tramitación y se fijan algunos de los contenidos, tanto en el plano sustantivo como formal, que debe contener, remitiendo en esta cuestión a su desarrollo reglamentario.

			Así, los Programas Coordinados para la Gestión Territorial se definen como aquellos «instrumentos de gestión territorial que tienen por objeto impulsar y coordinar el desarrollo de las directrices y propuestas que establezcan los planes de ordenación del territorio».

			En el ámbito procedimental, se atribuye su elaboración y aprobación a la consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, conforme al procedimiento reglamentariamente previsto, y en coordinación y con la participación de los organismos responsables del ejercicio de las políticas públicas con incidencia en la ordenación del territorio.

			Por último, el artículo 47, apartado 3, se encarga de regular la documentación y determinaciones de los Programas Coordinados para la Gestión Territorial, remitiendo a su desarrollo reglamentario, pero, fijando el contenido mínimo, entre el que establece: memoria justificativa y descripción pormenorizada de las actuaciones propuestas; medidas para garantizar la coherencia de las actuaciones del Programa con otras ejecutadas o previstas por las Administraciones públicas; evaluación económica de las actuaciones y su programación temporal en el marco de los presupuestos de la CA; previsión de los instrumentos y mecanismos de desarrollo, gestión y ejecución de las actuaciones propuestas; y, medidas de seguimiento y control del cumplimiento del Programa.

			
4. PLANES CON INCIDENCIA EN LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO (PIOT)

			Como se indicaba, y manteniendo la previsión de su antecesora, la LISTA también contempla los PIOT. El propio encaje que realiza la Ley, en un capítulo independiente a los instrumentos de ordenación territorial (regulados en el capítulo II del título III), en el título III, dedicado conjuntamente a los «Planes y actuaciones con incidencia en la ordenación del territorio», y junto a las Actuaciones de Interés Autonómico y las Actuaciones con Incidencia en la Ordenación del Territorio, ya adelanta el carácter que el cuerpo legal otorga a los mismos.

			No obstante, por su particularidad, tal y como ya se ha indicado, en el presente apartado nos dedicaremos únicamente a esta figura, siendo las señaladas actuaciones objeto de análisis independiente en el presente capítulo.

			Con una regulación muy similar a la prevista por la LOTA, los PIOT están llamados a coordinar los instrumentos de planificación territorial con los instrumentos de planificación sectorial. Se trata, además, de una figura recogida por buena parte de las CCAA, aun con diferentes denominaciones, pero con idéntica finalidad.

			De esta forma, el artículo 48 LISTA los conceptúa como «los instrumentos de planificación sectorial y las estrategias sectoriales de la Junta de Andalucía que, por razón de su contenido y alcance, y de conformidad con la legislación específica, tienen una repercusión directa sobre las relaciones y actividades que se desarrollan en el territorio», lo anterior, justifica, como expresamente señala el precepto, que tanto la elaboración como tramitación de los mismos deba adecuarse a las previsiones que, a tal efecto, contiene.

			Además, recoge en su apartado 2, con un contenido prácticamente análogo al previsto en el artículo 18 LOTA, el contenido específico que deben incluir los PIOT, sin perjuicio de los establecidos por la legislación sectorial o por el acuerdo que disponga su formulación, en aras a asegurar la correcta articulación entre la planificación territorial y la planificación sectorial con incidencia en la misma. A tal fin, se establece como contenido específico tres cuestiones concretas: la expresión territorial del análisis y diagnóstico del sector; la especificación de los objetivos territoriales a conseguir, de acuerdo con las necesidades sectoriales y las directrices establecidas por los planes de ordenación del territorial para la planificación sectorial; la justificación de la coherencia de sus contenidos con el POTA y con las determinaciones de los POTS que les afecten.

			De igual forma, en relación a la elaboración y tramitación de los PIOT, mantiene en lo esencial las previsiones contenidas en la LOTA, como la competencia para su formulación, atribuida al Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular de la consejería competente por razón de la materia; la elaboración de los mismos conforme a la legislación sectorial que regule la materia de que se trate (a modo de ejemplo, si lo que se tramita es un instrumento de planificación turística se regirá por el procedimiento concreto previsto por la vigente ley en la materia, la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo de Andalucía, ahora bien, en la medida en que dicha materia sectorial incide en el territorio, debe, además, cumplir las previsiones contenidas en la LISTA por tratarse de un PIOT). También mantiene durante la tramitación, y una vez redactado el plan, la emisión del informe sobre la incidencia territorial de las determinaciones del instrumento de planificación sectorial por parte del órgano competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo y que habrá de emitirse, en el mismo plazo que se preveía, esto es, dos meses, y con idénticos efectos para el caso de que el órgano no se pronunciase en el citado plazo, el carácter favorable.

			Como novedad en la tramitación de los PIOT, la LISTA incorpora una consulta previa a la elaboración del correspondiente plan sectorial por parte del órgano competente a la consejería con competencia en ordenación del territorio y urbanismo, así como a las Administraciones públicas y entidades públicas afectadas por razón de la competencia, con la finalidad de garantizar desde el primer momento la correcta inserción del correspondiente PIOT en el marco territorial definido por los instrumentos de ordenación territorial, así como la adecuación de las alternativas propuestas a las directrices y determinaciones establecidas por la ordenación territorial. Parece acertado este trámite previo en aras a asegurar la necesaria coherencia y adecuación del PIOT con la ordenación sectorial, posibilitando, en caso de discrepancias, solventarlas en un momento anterior a su propia elaboración. Todo ello, sin perjuicio, de mantener el ulterior trámite, ya previsto con anterioridad en la LOTA, una vez elaborado el correspondiente PIOT, en el que la consejería competente en ordenación del territorio ha de verificar su efectiva adecuación, formalizado en el informe sobre la incidencia territorial del plan.

			Por último, destacar dos cuestiones. Se clarifica, en su dicción, el anterior artículo 19 LOTA que, con la LISTA pasa a incorporarse dentro del procedimiento de tramitación de los PIOT, en relación a los supuestos en que tenga lugar una modificación de los PIOT que supongan una alteración de sus objetivos territoriales, en cuyo caso deben someterse al informe de incidencia territorial en idénticos términos a cómo lo haría los planes de nueva formulación. Por su parte, desaparece el anexo contenido en la LOTA que relacionaba las actividades de planificación de la Junta de Andalucía que tenían el carácter de PIOT, en su lugar, la LISTA opta, con una concepción más amplia y menos precisa, por considerar como tal todos los instrumentos de planificación sectorial y estrategias sectoriales de la Junta de Andalucía que, por razón de su contenido y alcance, y conforme a la legislación específica, tengan una repercusión directa sobre las relaciones y actividades que se desarrollan en el territorio. La eliminación del anexo y con ella de la relación de planes con incidencia territorial se justifica en la exposición de motivos, según tenor literal, «ya que en la práctica ha mostrado la inseguridad jurídica que produce la incorporación de planes al mismo mediante continuas modificaciones», lo que lleva a «exigir de forma genérica que todos los planes que puedan tener incidencia en el territorio se sometan a informe de la Consejería competente en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo».

			
5. DIRECTRICES GENERALES PARA LA PROTECCIÓN DEL LITORAL Y DEL PAISAJE


			En materia de litoral y paisaje, la LISTA opta por incorporar directrices generales dirigidas a su incorporación en los instrumentos. Como su propia denominación indica, no se está ante instrumentos autónomos y concretos destinados a planificar estas materias en el territorio andaluz, bien al contrario, Andalucía opta con este nuevo marco legislativo por establecer un conjunto de previsiones sobre las mismas para su ulterior incorporación en los instrumentos de planificación.

			A) Determinaciones para la protección del litoral


			Como ya se adelantaba, en materia de litoral, este giro del legislador conlleva que desaparezca uno de los instrumentos, hasta la entrada en vigor de la LISTA, vigente en la planificación territorial andaluza y destinado a la planificación del litoral, el PPCLA.

			La importancia del litoral en el contexto español ha llevado a buena parte de las CCAA a emplear su competencia en ordenación territorial para aprobar instrumentos concretos destinados a planificar, y con ello preservar y ordenar, sus ámbitos litorales. Ésta ha sido la tendencia predominante desde que Asturias aprobara en el año 1993 un instrumento de planificación subregional destinado a tal fin, las Directrices de la Franja Litoral que complementaría, unos años después, en 2005, con el Plan de Ordenación Litoral de Asturias, hasta la última comunidad en llevarlo a cabo, la Comunidad Valenciana, que en 2018 aprobaba el Plan de Acción Territorial de la Infraestructura Verde del Litoral de la Comunitat Valenciana y el Catálogo de Playas, PATIVEL.

			La LISTA opta por establecer un conjunto de principios básicos para la ordenación del litoral, en su artículo 35, junto a medidas específicas para la protección de este espacio, en el artículo 36.

			Precisamente, el artículo 35 LISTA, es uno de los 42 preceptos del texto legal que ha sido objeto de recurso de inconstitucionalidad, dando lugar al Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Controversias de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de Andalucía en relación con la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía, por el que se designa un grupo de trabajo para iniciar las negociaciones tendentes a resolver las discrepancias en relación con los preceptos objeto de impugnación. Así se recoge en la Resolución de 2 de marzo de 2022, de la Secretaría General de Coordinación Territorial, por la que se publica el citado Acuerdo (BOE n.º 68, de 21 de marzo de 2022).

			En primer lugar, entre los principios básicos, destacar la concreción del espacio litoral que identifica con la zona de influencia del dominio público marítimo terrestre definida en la Ley de Costas, excluyendo las zonas contiguas a los márgenes de los ríos y facultando a los instrumentos de ordenación territorial y urbanística para que incorporen al mismo otras zonas que se consideren necesarias para alcanzar los objetivos de protección y accesibilidad del litoral. De igual forma, establece la necesidad de preservar el espacio litoral de actuaciones que puedan menoscabar su conservación y puesta en valor en tanto recurso territorial básico de la CA, apostando por una ordenación compatible con la legislación básica estatal en materia de costas, la legislación sectorial que pudiese afectarla y con un desarrollo sostenible adecuado a la capacidad de acogida del territorio. Por su parte, posibilita los actos y usos del suelo en este espacio que, cuando estén sometidos a actos de intervención municipal o actuaciones de transformación urbanística, y en ausencia de instrumento de ordenación territorial o sin estar expresamente previstas en el mismo, y se implanten en suelos rústicos incluidos en el espacio litoral, tendrán la consideración de actuaciones con incidencia en la ordenación del territorio. En relación a las actuaciones de nueva urbanización, los terrenos incluidos en la zona de servidumbre de protección del dominio público marítimo terrestre que carezcan de ordenación urbanística detallada, la LISTA establece que serán destinadas a sistema general o local de espacios libres.

			En segundo lugar, las medidas específicas que enumera la LISTA para la protección del litoral y que se materializa mediante la inclusión de determinaciones concretas en los POTS que comprendan terrenos incluidos en el ámbito litoral, se concretan en las siguientes:

			a) La delimitación del espacio litoral, conforme a los criterios señalados con anterioridad.

			b) La indicación de las zonas del espacio litoral que, por sus funciones territoriales o por sus valores naturales o paisajísticos deben ser preservados del desarrollo urbanístico o deban formar parte de infraestructuras verdes.

			c) Directrices para la ordenación de las áreas de crecimiento de los núcleos urbanos situados en el espacio litoral de forma que se garantice, además del acceso y uso público del frente litoral previendo aparcamientos y accesos al mar suficientes, la reserva de suelo para espacios libres y usos dotacionales y estratégicos vinculados a la puesta en valor del espacio frente litoral como recurso turístico.

			d) Directrices para minimizar los datos sobre las personas, bienes y el medio ambiente en las zonas con riesgos naturales.

			e) El establecimiento de corredores o ámbitos de conexión del sistema costero con los espacios libres interiores, a fin de proporcionar conectividad al territorio, preservando la funcionalidad de los ecosistemas y evitando su fragmentación.

			f) Las determinaciones de los PIOT y del instrumento de ordenación urbanística que deban ser objeto de adaptación, justificando las alteraciones propuestas.

			B) Determinaciones para la protección del paisaje


			El paisaje, desde una perspectiva autónoma, global e integral, ha tenido un importante impulso en los últimos años en nuestro país. Como punto de inflexión, el Convenio Europeo de Paisaje, adoptado en el año 2000, en el seno del Consejo de Europa y que entraría en vigor el 1 de marzo de 2004, tras el consentimiento de diez Estados miembros del Consejo de Europa de vincularse al mismo. España, lo ratificaría el 26 de noviembre de 2007. Casi coincidente en el tiempo, era publicada, el día 14 de diciembre de 2007, la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad (LPNB) que conceptúa el paisaje como «cualquier parte del territorio cuyo carácter sea el resultado de la acción y la interacción de factores naturales y/o humanos, tal y como la percibe la población». Cabe destacar dos cuestiones en relación al paisaje en la LPNB: por un lado, la inclusión de los mismos dentro del Inventario que, dentro del contenido mínimo, debe integrar los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, y por otro, la previsión de los paisajes protegidos, como categoría propia dentro de los espacios naturales protegidos.

			En el desarrollo autonómico de la regulación del paisaje se observan notables diferencias. Mientras algunas CCAA han optado por promulgar sus propias legislaciones en materia de paisaje de manera autónoma, articulando instrumentos específicos para su protección, gestión y ordenación, es el caso de Galicia, Cantabria, Cataluña, junto a un decreto autonómico promulgado por el País Vasco; otras, lo incorporan en sus legislaciones sobre ordenación del territorio y urbanismo, es el caso de la Comunidad Valenciana. En el caso de Andalucía, salvo puntuales referencias en la LOTA y en la LOUA, el principal instrumento aprobado venía dado por la Estrategia de Paisaje de Andalucía, aprobada en 2012 (Acuerdo de 6 de marzo de 2012, del Consejo de Gobierno), en tanto marco de referencia estratégico para «integrar, coordinar y armonizar todas las actuaciones de la Junta de Andalucía en esta materia, a fin de propiciar la coherencia, complementariedad y sinergia de las mismas».

			La LISTA, por su parte, siguiendo, en parte, el esquema de otras CCAA, incorpora en su articulado el paisaje, centrando su regulación en dos preceptos, los dedicados al concepto y los criterios de integración paisajística (art. 37), así como la figura de los Catálogos de Paisaje (art. 38).

			El concepto que contiene sigue el ofrecido en su día por el Convenio Europeo de Paisaje, esto es, se entiende por paisaje «cualquier parte del territorio tal y como la percibe la población, cuyo carácter sea el resultado de la acción y la interacción de factores naturales, humanos o de ambos».

			En relación con la política de paisaje andaluza, la LISTA plantea la formulación, por parte del Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería competente en ordenación del territorio y urbanismo, de las estrategias y directrices que permitan adoptar medidas específicas dirigidas a la protección, gestión y ordenación de los paisajes (los tres grandes ejes del Convenio Europeo del Paisaje), y en el marco de las determinaciones del POTA’2006 y de los instrumentos de planificación ambiental. Además, apuesta por la transversalidad del paisaje, en tanto establece la necesidad de que el mismo se integre no sólo en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, sino, en general, en todas las políticas sectoriales para conseguir unos efectivos objetivos de calidad paisajística.

			En particular, para el que es su objeto, los instrumentos de ordenación, señala la incorporación de un diagnóstico del paisaje del ámbito de referencia del mismo, estableciendo el contenido mínimo que habrá de integrarlo: identificación de los recursos y áreas de interés paisajístico para su preservación y puesta en valor; criterios generales o zonales de integración paisajística; identificación de actuaciones de intervención dirigidas a dotar de accesibilidad a los recursos, a la regeneración, en su caso, de áreas degradadas y a la mejora de la visibilidad o integración visual.

			De igual forma, y de manera análoga a las previsiones relativas al litoral, enumera las determinaciones dirigidas a preservar los paisajes y la mejora de su calidad y percepción que han de incorporar los instrumentos de ordenación (si bien en este caso no se circunscribe a los POTS), indicando los siguientes criterios:

			a) Mantendrán el carácter y las condiciones de visibilidad de los paisajes de mayor valor y especialmente: los agropecuarios tradicionales, los abiertos y naturales, las perspectivas de conjuntos históricos y de elementos patrimoniales y el entorno de los recorridos escénicos.

			b) Integrarán las actuaciones de transformación urbanística en la morfología del territorio y del paisaje, definiendo adecuadamente los bordes urbanos y la silueta urbana, y preservando la singularidad paisajística y la identidad visual del lugar.

			c) Establecerán medidas para el control de los elementos con incidencia en la calidad del paisaje urbano, para poner en valor las principales vistas y perspectivas que lo caracterizan y para recuperar los paisajes deteriorados.

			Como figura concreta, la LISTA incorpora los Catálogos de Paisaje que define, en su artículo 38.1, como «documentos de carácter descriptivo, analítico y prospectivo que identifican los paisajes, analizan sus características y las fuerzas y presiones que los transforman, identifican sus valores y estado de conservación, y proponen los objetivos de calidad paisajística». También se encarga de atribuir a la consejería competente en ordenación del territorio y urbanismo su aprobación, así como de señalar que los mismos constituyen la base técnica de apoyo para la redacción de las estrategias y directrices indicadas con anterioridad y para la elaboración de los instrumentos de ordenación territorial y de ordenación urbanística general y del Plan de Ordenación Urbana. En cuanto a su contenido, documentación y procedimiento de elaboración, la LISTA remite a su desarrollo reglamentario.

			
6. EFECTOS Y VIGENCIA DE LOS INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN TERRITORIAL


			A) Efectos de los instrumentos de ordenación del territorio


			Una de las principales novedades que, en relación a los efectos de los instrumentos de ordenación del territorio, incorpora la LISTA es la posibilidad de suspensión cautelar de las modificaciones de los instrumentos de ordenación urbanística, de manera análoga a lo ya previsto tanto en la LOUA como en la LISTA para el otorgamiento de licencias urbanísticas durante la tramitación de los instrumentos de ordenación urbanística.

			Con carácter general, esta previsión se contiene en el artículo 53.1. Como presupuestos, se requiere su acuerdo por el Consejo de Gobierno, previa audiencia del municipio o municipios afectados, de forma motivada y de manera simultánea o con posterioridad a la formulación de los planes de ordenación del territorio. Dicha suspensión se circunscribe a la tramitación de la innovación de los instrumentos de ordenación urbanística que tenga incidencia o interés supralocal. La LISTA no precisa más, si bien, conforme a su articulado, dicha incidencia o interés supralocal se predica tanto en los Planes de Ordenación Intermunicipales como en los Planes Especiales con incidencia supralocal. Ahora bien, cabe plantear el interrogante, siguiendo el tenor literal del precepto, si, en efecto, dicha incidencia supralocal sólo se constriñe a estos instrumentos o bien se extiende también a otros instrumentos de ordenación urbanística general, en la medida en que existen determinaciones que, de manera más o menos acusada, inciden de manera inevitable en el entorno en el que se ubican.

			Entre los requisitos del acuerdo que determine la suspensión, se encuentran la concreción de los contenidos del instrumento de ordenación urbanística que se vean afectados por la suspensión; el plazo máximo de vigencia que no podrá exceder los dos años; por último, el período de tiempo de esta suspensión no se computará a los efectos del plazo máximo de la suspensión de las aprobaciones, autorizaciones y licencias urbanísticas que la LISTA también prevé en el procedimiento para la aprobación de los instrumentos de ordenación urbanística y que se extiende para los mismos durante tres años.

			A efectos de la motivación requerida, la resolución por la que se inicia la información pública de un POTS es suficiente por sí misma para la suspensión de los contenidos de las innovaciones del instrumento de ordenación que contravengan las determinaciones propuestas en aquel Plan, con una vigencia máxima de un año desde el dictado de la resolución.

			Por su parte, en relación con los efectos que conlleva la aprobación de los planes territoriales, la LISTA distingue entre efectos generales (art. 54) y efectos específicos del POTA (art. 55), de los POTS (art. 56) y de la Declaración de Interés Autonómico (art. 57).

			Entre los efectos generales, distingue dos: el carácter vinculante de sus determinaciones y la declaración de utilidad pública y necesidad de ocupación de los bienes y derechos y adquisición de derechos correspondientes, a los fines de expropiación, de ocupación temporal o de imposición o modificación de servidumbres.

			En relación al carácter vinculante de sus determinaciones, indicar que el grado de vinculación depende de la naturaleza que tenga la determinación. Como se sabe, el artículo 5 LISTA se encarga de clasificar las determinaciones de los instrumentos de ordenación territorial (también urbanística) en normas, directrices o recomendaciones. Las normas son determinaciones vinculantes de aplicación directa e inmediata a los terrenos sobre los que indican, además, en el caso de las normas de la ordenación del territorio prevalecen sobre las previsiones de los instrumentos de ordenación urbanística. Por su parte, las directrices son determinaciones vinculantes en cuanto a sus fines, si bien con sujeción a las mismas, se establecerán las medidas concretas en los instrumentos de ordenación y en las actuaciones que en los mismos se contemplen para la consecución de dichos fines. Por último, las recomendaciones son determinaciones de carácter indicativo que, en caso de apartarse de ellas, deberá justificarse de forma expresa la decisión adoptada y su compatibilidad con los principios generales y objetivos establecidos por la LISTA.
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